Material para el curso “Sistema Impositivo en el Sector Cooperativo y Campesino No Cañero”.

“Contribución es retribución del pueblo al gobierno por los cuidados que con el pueblo tiene el gobierno”
José Martí

Tema 1. Elementos básicos de la teoría de la imposición.

El Estado  para cumplir con sus funciones, económicas, socio-educativa, de defensa nacional y política exterior entre otras, precisa de movilizar los recursos financieros necesarios para respaldar su actividad. Esta necesidad de canalizar recursos públicos es mayor en los Estados Socialistas por la esencia de este régimen social.

El fondo financiero donde se concentran los ingresos del Estado y se destinan recursos al financiamiento de los programas de gasto del Estado, se denomina el Presupuesto del Estado. En el siguiente cuadro se esquematiza este planteamiento.

PLANTEAMIENTO GENERAL
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De esta forma el conjunto de recursos financieros que precisa el Estado  para garantizar el desarrollo de sus actividades de acuerdo a los objetivos y políticas trazadas se denominan ingresos públicos. 

Los ingresos no solo cumplen una función de captación financiera sino además, contribuyen al mejoramiento de la distribución de los ingresos, extracción de liquidez monetaria y estabilidad macro económica, control fiscal sobre empresas y personas naturales, estímulo al desarrollo económico y protección del medio ambiente.

En el caso de Cuba los ingresos se dividen genéricamente en tributarios y no tributarios. Los tributos vigentes fueron establecidos por la Ley 73 Del Sistema Tributario del 4 de Agosto del 1994. Los ingresos no tributarios son aportes que realizan las empresas, unidades presupuestadas y la población.  Por ejemplo, en el caso de las empresas estatales las utilidades después de impuestos, bajo el concepto del Aporte por el Rendimiento de la Inversión Estatal y en el caso de la población por citar algunos, las multas por contravenciones personales y los pagos derivados de la Ley General de la Vivienda. De forma esquemática tenemos:
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Los ingresos tributarios representan alrededor del 76% de los ingresos totales del Estado. En el caso de nuestro país en específico el 90% de la recaudación proviene del sector estatal, ya sea de sus pagos directos y retenciones de los impuestos indirectos, el 7,3% lo aporta el sector no estatal y las personas naturales realizan pagos directos en el orden del 2,7 % del total de ingresos.


Los  tributos son los más importantes por su cuantía y efectos dentro de los ingresos coactivos que capta el Estado. Los tributos se clasifican en impuestos, tasas y contribuciones. Se diferencian una de otros la distinta relación entre el pago realizado y su relación con el beneficio o servicio que se obtiene.


Los impuestos son la categoría más representativa, cualitativa y cuantitativamente, en la financiación del Estado. Ellos representan una transmisión obligatoria de valores económicos, fundamentalmente monetarios, a favor del Estado en virtud de una disposición legal con el fin de satisfacer necesidades sociales y lograr determinadas metas socio-económicas.


Entre los rasgos distintivos de esta categoría encontramos la coactividad u obligatoriedad en el sentido que constituyen prestaciones, que no dependen en su existencia y exigibilidad de la voluntad de los obligados y que nace como consecuencia de la aplicación del poder fiscal del Estado, o sea de su capacidad de imponer cargas económicas a los ciudadanos y residentes de un país para sufragar la provisión de bienes públicos. Conectada con esta peculiaridad de la variable impositiva  está su carácter normativo, ya que los tributos, en general, se establecen por ley, garantizando la adecuada seguridad jurídica  a los obligados.


El otro rasgo distintivo de la categoría impositiva es la unilateralidad del pago, por lo que no se observa una contraprestación visible e inmediata para el sujeto que realiza la erogación. En la relación tributaria están presentes dos sujetos: el activo, que es el Estado y los entes menores subrogados en él, y el sujeto pasivo, que puede ser una persona natural o jurídica y quien por ley debe satisfacer la prestación económica que constituye el objeto del impuesto.

En la estructura del impuesto se destacan los elementos cuantitativos y cualitativos y entre los cualitativos se destaca el objeto imponible que representa la definición legal de la capacidad económica sujeta a gravamen y que, esencialmente, tiene como fuente a la renta, al consumo y al patrimonio. El hecho imponible son los negocios o circunstancias de orden jurídico o económico cuya ocurrencia hace nacer la obligación tributaria.

El hecho imponible está constituido por un elemento objetivo, que es el elemento de la realidad económica que se estima generador de la capacidad de contribuir. El elemento subjetivo es el nexo que vincula al elemento objetivo con el responsable de la obligación tributaria.

El elemento espacial del hecho imponible está representado por el concepto de domicilio fiscal que representa la ubicación de los derechos y obligaciones de los obligados en una dimensión espacial, determinado por tres principios fundamentales,  nacionalidad, territorialidad y residencia. La determinación del domicilio fiscal delimita si la obligación de contribuir se realiza por sujeción personal o real.

El elemento temporal dentro de la estructura de un impuesto representa el período de gestación y cristalización del hecho imponible que determina el momento de devengo y exigibilidad de la obligación tributaria.

Los elementos cuantitativos de la estructura de un impuesto son la base imponible, los tipos impositivos y la deuda tributaria. Se entiende por base imponible la cuantificación del hecho imponible o, en otras palabras, es la expresión, fundamentalmente, monetaria del resultado de la medición del objeto imponible. 


El tipo impositivo es el otro elemento principal para la determinación de la obligación tributaria. Puede consistir en una cantidad fija de dinero o bien, un valor que generalmente es un porcentaje, que aplicado a la base imponible permite establecer la suma adeudada. Los tipos o alícuotas impositivas se pueden clasificar en fijas o proporcionales y variables, donde se distinguen en este último caso las progresivas o regresivas. Son tipos proporcionales aquellos que siempre se aplican igual a la base imponible, con independencia de la cuantía de esta. 

La deuda tributaria, o cantidad a pagar, se determina mediante la aplicación a la base imponible  el tipo o los tipos impositivos establecidos en la legislación.

El siguiente cuadro resume las cuestiones más relevantes de las características de la variable tributaria y los elementos principales que componen la estructura de esta categoría.

EL IMPUESTO COMO CATEGORIA MÁS REPRESENTATIVA DEL FINANCIAMIENTO DEL ESTADO

CARACTERISTICAS
ESTRUCTURA

· Coactividad

· Unilateralidad del pago

· Carácter normativo

· Concurrencia de un sujeto activo           (Estado y entes menores subrogados) y de un sujeto pasivo.

· Finalidad fiscal u ordenatoria
Elementos cualitativos:

· Objeto imponible (capacidad económica sujeta a gravamen)

· Hecho imponible (negocios jurídicos y económicos que hacen nacer la obligación)

· Domicilio fiscal (elemento espacial y que se vincula a la obligación personal o real de tributar)

· Elementos temporales (fecha de devengo y exigibilidad de las obligaciones)




Elementos cuantitativos:

· Base imponible (cuantificación del hecho imponible)
· Tipo de gravamen
· Progresivos
· Proporcionales
· Regresivos
·  Deuda tributaria 

Vistos estos conceptos es necesario definir el sistema tributario como elemento integrador. Por sistema  tributario se entiende el conjunto de relaciones básicas y de instituciones de carácter jurídico y económico vinculadas al programa del Estado en la captación de recursos financieros mediante la aplicación de su poder de coacción  supeditados a la consecución de determinados fines u objetivos. 

Entre sus componentes esenciales encontramos los principios de imposición y la política tributaria; la estructura tributaria; los cuerpos jurídicos sustantivos y adjetivos y el conjunto de medios institucionales denominada como administración tributaria, todos ellos estrechamente relacionados, como se muestra a continuación:

  



El establecimiento de un tributo determinado y, con más razón, de un sistema tributario debe responder a determinados objetivos económicos y sociales que se plantean una determinada sociedad, teniendo en cuenta los efectos globales  e individuales que producen su aplicación. Un importante papel en la estructuración del sistema tributario y sus diferentes figuras lo juegan los principios de la imposición.

Los principios impositivos son preceptos o directrices fundamentales que constituyen el basamento normativo para la ordenación de los tributos dirigidos a la consecución de determinados objetivos.

Estos principios permiten evaluar la justeza, racionalidad y eficiencia  del ordenamiento tributario. Ellos se dividen en tres grupos:

1. Principios generales. 

2. Principios de administración eficiente. 

3. Criterios de reparto de la carga tributaria.

En el siguiente cuadro  se hace una sistematización de ellos.

PRINCIPIOS DE LA IMPOSICIÓN

GENERALES
DE ADMINISTRACIÓN EFICIENTE
DE DISTRIBUCIÓN DE LA CARGA IMPOSITIVA

· Equidad y justicia social:

· Generalidad

· Igualdad

· Proporcionalidad

· Redistribución

· Suficiencia

· Neutralidad impositiva

· Flexibilidad activa y pasiva

· Orientación al crecimiento

· Legalidad
· Congruencia y sistematización

· Continuidad

· Economicidad

· Transparencia

· Factibilidad

· Comodidad


· Capacidad de pago

· Beneficio



Los principios generales de la imposición están estrechamente vinculados con los objetivos de mejorar la asignación de los recursos productivos, distribuir los ingresos y la riqueza de una forma justa y lograr una estabilidad y desarrollo de la economía.

El sistema tributario debe ser equitativo en la distribución de las cargas fiscales entre los diferentes sujetos, de tal forma que el reparto de los impuestos sea justo. Indudablemente el concepto de justicia social es un concepto histórico y clasista y su concreción práctica dependerá, en gran medida, del contenido social que se aplique. 

De este principio se desprenden cuatro criterios fundamentales: la generalidad, la igualdad, la proporcionalidad y el carácter redistributivo. El criterio de la generalidad parte de que todas las personas jurídicas o naturales, en tanto tengan capacidad de contribución, deben estar sometidas a imposición, ya que todos son beneficiarios de la actividad del Estado.



La igualdad, a los efectos tributarios, se interpreta como que todas las personas con igual o parecidas situaciones relevantes deben recibir el mismo trato. Aquellas que no se encuentren en idéntica situación deberán recibir un trato fiscal diferenciado. Estos criterios de interpretación de la justicia dan lugar a dos conceptos de equidad fiscal: horizontal y vertical. En resumen, en la tributación es necesario tratar de forma igual a los iguales y de forma desigual a los que lo sean.  

Ahora, ¿cuándo dos sujetos son iguales desde el punto de vista fiscal?  Evidentemente cuando poseen una misma capacidad adquisitiva.  Sin embargo, para la igualación y diferenciación de las personas deben tenerse en cuenta no solo índices cuantitativos de valoración (ingresos, utilidades, ventas, etc.) sino también criterios cualitativos (edad, estado civil, etc.)

La equidad vertical significa que  el sistema debe establecer un trato diferenciado para aquellos sujetos que poseen capacidad de pago diferente.  Todos los sujetos se benefician de la actividad del Estado, pero no todos tienen las posibilidades económicas de contribuir con sus ingresos en la misma medida.  Inclusive es necesario velar por aquellas personas naturales que no pueden aportar sin dejar de sufrir serias dificultades financieras por tener ingresos mínimos.  Asimismo, de no tener  en cuenta este principio, la tributación pudiera poner en peligro la reproducción de algunas empresas y entidades socialmente necesarias.

Conectado con el concepto anterior está la idea del carácter necesariamente redistributivo que debe asumir la imposición, alterando mediante la progresividad tributaria la distribución primaria de los ingresos y la riqueza, para atenuar las diferencias en cuanto a retribución recibida y reafirmar en el plano económico la posibilidad de garantizar la igualdad de oportunidades.

Indudablemente la introducción de un sistema de tributos genera costos que deben ser minimizados. En el siguiente cuadro se sintetizan los costos de cumplimiento  que generan los sistemas tributarios.

COSTOS DE LA TRIBUTACIÓN

de cumplimiento
Para el contribuyente
· pago del principal

· formales

· transacción (conocimiento, normas, asesoría)

· costo de oportunidad financiera

· psicológico


Para la administración
· de gestión

· costos de oportunidad financiera por retrasos temporales de ingreso

“... propiciar la generalización de la política tributaria, 

Como vía de una justa redistribución de los ingresos...”
Resolución Económica del V Congreso del PCC.

Tema II: Características del sistema tributario cubano. Particularidades de la política impositiva en el sector agropecuario.

II.1 La política y estructura tributaria.

La sociedad cubana a mediados de la década de los 90 fue testigo de la realización de una profunda reforma tributaria que removió los cimientos fiscales de nuestra economía.

La consecución de esta reforma se corresponde con una estrategia general económica y social que adoptó el país para enfrentar los embates de la crisis económica que se desencadenó a partir de los finales de la década de los 80, originada por el impacto negativo de factores de gran trascendencia y la necesidad de garantizar la reinserción de la economía cubana en los circuitos de la economía mundial.

En específico, la crisis del campo socialista significó la ruptura abrupta del marco de integración económica y comercial en que estaba insertada Cuba, que  por segunda vez, en un breve lapso de tiempo, se vio obligada a reformar y reorientar, radicalmente, su economía. Este cambio se realizó en condiciones muy desfavorables por el recrudecimiento del bloqueo norteamericano y la marginación de los mercados financieros internacionales. Ello hizo necesario la adopción de una estrategia de desarrollo que priorizara una movilización más activa de las reservas internas de desarrollo.

La Asamblea Nacional del Poder Popular, en sesión extraordinaria celebrada el 1 y 2 de mayo de 1994, acordó encomendar, al Gobierno, la adopción de medidas tendientes al saneamiento financiero, para crear las condiciones necesarias para la estabilización y recuperación de la economía.


Para este sistema tributario era imprescindible lograr un equilibrio de las cuentas fiscales. Es necesario destacar que, en el año 1993, el déficit fiscal representó el 33% del Producto Interno Bruto. En este sentido lograr la suficiencia de ingresos era uno de los principales imperativos de esta política, dentro del principio de disciplina fiscal adoptado.

En la consecución de esta nueva política tributaria se contó con tres elementos claves, como fueron:

· Férrea voluntad política de llevar a cabo el cambio estructural.

· Ejecución de un fuerte proceso de concertación social sobre la necesidad de acometer la reforma tributaria. La concertación es un factor imprescindible para el éxito de todo cambio social y, en el caso de una reforma tributaria, es más importante, ya que toda la sociedad es potencial participante y beneficiaria de ella. También  en nuestro caso había que tener en cuenta que en el término de 35 años no se había aplicado un sistema tributario integral.

Este proceso de concertación social, llamado Parlamentos Obreros, se realizó sobre la base de una consulta nacional a través de todas las organizaciones sociales, entidades públicas y privadas, previo a la sesión de la Asamblea Nacional. A su vez la configuración y aplicación de cada tributo estuvo precedido de amplias rondas de consulta con los sectores que serían gravados.

· Existencia de un programa realista de ejecución que partió de un diseño global y de una aplicación gradual de los diferentes tributos, en la medida que las condiciones económicas y sociales así lo aconsejaban. Esta es una de las peculiaridades del programa de ajuste económico cubano diferente a las terapias de choque aplicadas en los países de Europa del Este.

Los elementos esenciales que caracterizan a la Política Tributaria son los siguientes:

1. El nuevo Sistema Tributario debe representar un instrumento activo de regulación y control de la actividad económica por parte del Estado, propendiendo, junto a otras medidas, a elevar la motivación por el trabajo, la productividad, la eficiencia económica y la disciplina social. En resumen los objetivos esenciales fueron:

· Aumentar la recaudación para disminuir el déficit presupuestario.

· Retirar liquidez y redistribuir los altos ingresos.

· Actualizar el sistema a las medidas que se fueron adoptando a partir de 1993.

· Propiciar la recuperación económica.

2. La estructura tributaria debe contribuir a la distribución más racional y a la utilización eficiente de los ingresos y de la riqueza social entre las ramas de la economía, los territorios del país, los grupos poblacionales de diversos ingresos y entre diferentes sectores de propiedad, asegurando con ello los programas de desarrollo y protegiendo a los sectores más vulnerables de la población.

3. El Sistema debe ser único o sea aplicable tanto a personas jurídicas estatales como de capital mixto, cooperativo y privado, sin distinciones en cuanto a las formas de gestión económica que posean, incluyendo un tratamiento especial solo en aquellos casos que así lo requieran, pero siempre contemplados por la legislación. También se considerarán sujetos de los impuestos, tasas y contribuciones a las personas naturales, tanto nacionales como extranjeras. 

4. El Sistema impositivo debe representar la fuente principal, más estable y creciente de ingresos al fisco. 

5. La aplicación de la Reforma Tributaria debe ser paulatina, equilibrada y equitativa, tomando en consideración la evolución de la economía, la adecuación del marco legal, y el ajuste a las conveniencias que dicte la política económica del país. 


6. Los impuestos a la población, ya sean directos o indirectos, no deben gravar de forma sensible las capas de más bajos ingresos. Para ello se aplicaron escalas progresivas en la imposición directa, tomando en consideración la naturaleza de las diferentes fuentes y la capacidad contributiva. Como complemento, los impuestos indirectos deben gravar, en menor grado o eximir de su pago, a los artículos y servicios de primera necesidad.

7. Deben diseñarse medidas impositivas que contribuyan a la explotación racional de los recursos no renovables y la conservación del medio ambiente.

La Ley No 73, Del Sistema Tributario, de fecha 4 de agosto de 1994, estableció la actual estructura tributaria y los principios generales sobre los que se sustentaría el sistema. Dicha ley estableció 11 Impuestos, 1 contribución y 3 Tasas que se enumeran en el siguiente cuadro:

Estructura del  Sistema Tributario Cubano.

Impuestos


Sobre Utilidades

Sobre los Ingresos Personales

Sobre las Ventas

Especial a Productos

Sobre los Servicios Públicos

Sobre la Propiedad o Posesión de Determinados Bienes.

Sobre el Transporte Terrestre.

Sobre Transmisión de Bienes y Herencias.

Sobre Documentos

Por la Utilización de la Fuerza de Trabajo

Sobre la Utilización o Explotación de los Recursos Naturales y para la Protección del Medio.

Contribución


A la Seguridad Social (del empleador y la especial de los         trabajadores)

Tasas


Por Peaje

Por Servicios de Aeropuertos a Pasajeros

Por la Radicación de Anuncios y Propaganda Comercial

La Reforma de la estructura tributaria significó una simplificación del mosaico de diferentes formas de ingresos que se fueron superponiendo y gestando desde 1959 hasta 1993, lo cual permitió una  sistematización y elevación de la congruencia interna y su correspondencia con el entorno.

En particular se establecieron 7 nuevas figuras tributarias, 5 tributos vigentes antes de la reforma se modificaron y actualizaron y otros 3 fueron sustituidos por formas más modernas. Además fueron derogados un conjunto apreciable de diversas formas de ingresos al fisco. 

Las características esenciales de este ordenamiento tributario son las siguientes:

· Carácter rector de la Ley No. 73 de 1994 en materia tributaria sustantiva donde reúne en un solo cuerpo legal las obligaciones tributarias materiales.

La Ley No. 73 de 1994, es la expresión superior del Sistema Tributario, es el sistema general en la materia y de obligada referencia para aquellas leyes que establezcan regímenes tributarios diferenciados. Otras leyes que aluden a tributos forman parte de este sistema legal. Ese es el caso de las leyes No.76 de 1994, Ley de Minas y No.77 de 1995, de la Inversión Extranjera, la No.75 de la Defensa, la 82 de la Soberanía y Dignidad Nacional. Ninguna de ellas se contrapone a la No.73 de 1994, sino que la precisan en cuanto a las obligaciones específicas de los sujetos de éstas.

· La Ley No. 73 de 1994 representa un marco general de referencia, cuyo objetivo central es establecer los principios esenciales de la tributación y las distintas figuras tributarias; de esta forma es una ley general y sencilla donde los tributos establecidos presentan un diferente grado de elaboración técnica en cuanto a la configuración de los elementos que integran la relación tributaria.

· Una de las características de la Ley No.73/94 y que la marca definitivamente es su complementación mediante resolución, sustentado en el criterio doctrinario que: “El desarrollo legislativo vía reglamentos es necesario en aquellas parcelas necesitadas de una continua adaptación a la experiencia adquirida y a las cambiantes circunstancias de la realidad económico-social o en aquellos aspectos del tributo que requieran una regulación muy detallada o numerada”. 

Dado el carácter general de la Ley se otorgan facultades extraordinarias al Ministro de Finanzas y Precios para garantizar la aplicación gradual y justa de esta Ley. En particular se faculta a:

· Conceder exenciones y bonificaciones totales o parciales, permanentes y temporales, cuando así lo aconsejen las circunstancias económicas y sociales.

· Establecer las bases imponibles y tipos impositivos en forma progresiva o no.

· Establecer los gastos deducibles a los efectos del pago de los diferentes impuestos.

· Las reglas para la valoración y definición de las bases imponibles.

· Las formas y procedimientos para el cálculo, pago y liquidación de los impuestos.

· En el ordenamiento tributario incide el ordenamiento jurídico en otras áreas y el desarrollo del sistema registral.

· Se reconocen los acuerdos internacionales de los que el Estado cubano es parte, así como los beneficios concedidos a la inversión extranjera.

· La ley prevé la posibilidad de establecer el pago de los tributos tanto en moneda nacional como en moneda libremente convertible, dada la doble circulación monetaria que existe en el país.

En el nuevo ordenamiento tributario son de vital importancia los regímenes especiales como estímulo a sectores claves.  En específico, como ya consignamos, existen en estos momentos dos:  el de la inversión extranjera y para el sector agropecuario.


El sector agropecuario disfruta de un régimen especial tributario, con las características siguientes:

· Las Cooperativas de Producción  Agropecuaria, las Unidades Básicas de Producción Cooperativa, los Agricultores Pequeños y las Unidades Estatales de Producción Agropecuaria están excluidos de pagar el impuesto por la utilización de la fuerza de trabajo en los casos de sus miembros permanentes, contratados autorizados y estudiantes.

· Las Cooperativas de Producción Agropecuaria y las Unidades Básicas de Producción Cooperativa de menores ingresos están exentas del pago del impuesto sobre utilidades.  El Ministerio de Finanzas y Precios regula dichas exenciones en proporción con los ingresos per cápita que reciben sus miembros.

· Los integrantes de las Cooperativas de Producción Agropecuaria y las Unidades Básicas de Producción Cooperativa pueden deducir del impuesto sobre los ingresos personales los ingresos obtenidos en función de las utilidades que reciban de estas entidades.

· El régimen especial puede contar adicionalmente con bonificaciones según las características de cada territorio, cultivo u organización, con el fin de propiciar un estímulo adicional a la producción.

El régimen especial antes comentado ha sido implementado de forma integral solo en el sector cañero.

II.2 Las Normas Generales y Procedimientos Tributarios.

El segundo cuerpo legal en importancia es el que contiene las Normas Generales y los Procedimientos Tributarios que no fueron contenidos en la Ley No.73 del 1994, y por el cual se dota a la Administración Tributaria de las normas generales y los procedimientos para aplicar la legislación fiscal lo cual se logró con la emisión del Decreto Ley 169 De las Normas Generales y los Procedimientos Tributarios en Enero del 1997.

Este Decreto Ley armonizó los procedimientos tributarios, dándoles carácter general, ya que anteriormente dependían del sector de propiedad que se tratase. Además se modernizaron  los mismos acercándolos a la práctica tributaria internacional. Este cuerpo garantizó la adecuada seguridad jurídica a los contribuyentes disponiendo en un sólo texto legal sus deberes y garantías fundamentales.

El Decreto Ley 169 del 1997 consta de 10 capítulos y 169 artículos, los capítulos son:

· Disposiciones generales

· De la aplicación e interpretación de las leyes tributarias

· De la organización y competencia de la Administración Tributaria

· De los sujetos pasivos

· De la deuda tributaria

· De los recargos

· De las infracciones y sanciones

· De los términos y las notificaciones 

· De la vía de apremio

· De los recursos.


Las características más significativas y generales de los procedimientos establecidos son:

· La recaudación se realiza a través de la red bancaria.

· Existen los atributos mínimos necesarios legales y algunas medidas antielusión que permitan una gestión adecuada.

· Esta establecido un mecanismo de autoliquidación de las obligaciones por parte de los contribuyentes.

· Ejecutividad de los actos de la administración tributaria.

· Establecido un sistema  de retención y percepción en la fuente.

· Flexibilidad normativa que permite de acuerdo a las facultades otorgadas por ley al titular de la administración tributaria bajo la supervisión del Ministerio de Finanzas y Precios ejercer la actividad normativa y operativa  en cuanto al Registro de Contribuyentes, el número de identificación tributaria, la cuenta de control del contribuyente y determinar el posible potencial de recaudación, entre otras.

· Cobro coactivo en vía administrativa.

Los sujetos pasivos de las obligaciones tributarias. 

En cuanto a la definición y clasificación de los sujetos pasivos se adopta un criterio tripartito diferenciándose la situación de los contribuyentes directos, que son aquellos respecto de los cuales se produce el hecho generador del tributo. En segundo término se identifica al contribuyente sustituto, que es el partícipe en alguna forma en el hecho generador del tributo o que pueda asegurar la recaudación del tributo generado. 

En tercer término los terceros responsables, obligados solidariamente con el contribuyente designados por la ley o sobre la base de esta, la razón de sus vínculos con el hecho generador o de representación o sucesión con el contribuyente.


Es contribuyente, la persona natural o jurídica a la que la ley le impone la obligación de tributar, derivada de la realización del hecho imponible en determinado tiempo y lugar.

Se define  como retentor a la persona natural o jurídica que por sus funciones o por razón de su actividad, oficio o profesión y en virtud de la respectiva disposición jurídica, se encuentra obligada a retener el importe de un impuesto, tasa o contribución, para su posterior pago e ingreso al fisco, en lugar del contribuyente.

Como perceptor se cataloga a la persona natural o jurídica, a quien la respectiva disposición legal obliga a cobrar el importe de un impuesto, tasa o contribución para su posterior pago e ingreso, en lugar del contribuyente.

El contribuyente nunca pierde su condición de tal, aunque realice su traslación a otras personas mediante convenios particulares de cualquier tipo.

Están obligados a responder ante la Administración Tributaria por las obligaciones de sus representados, mandantes o de los titulares de bienes en liquidación, con los recursos del obligado que administran, perciben o disponen:

· Los padres y tutores de los menores de edad y mayores declarados judicialmente incapaces; así como los representantes legales o mandatarios, en general.

· Los directores, gerentes, administradores y representantes de sociedades, asociaciones y demás entidades sujetos de derechos y obligaciones tributarias.

· Los que dirijan, administren o tengan la disponibilidad de entes colectivos que carecen de personalidad jurídica.

· Las personas que desenvuelven cualquier actividad en interés de aquellas personas naturales o jurídicas, que carezcan de representación legal en el territorio nacional.

· Los liquidadores de sociedades o asociaciones.


 Principales formas de tributación:

Todo sujeto pasivo tiene como obligación principal, el pago de la deuda tributaria en la cuantía, condiciones y términos establecidos.

Como habíamos visto la Deuda Tributaria es la  cantidad adeudada por el sujeto pasivo de la obligación tributaria en concepto de tributo que incluirá, de proceder, los recargos y sanciones.

La deuda tributaria se determina por los sujetos pasivos o responsables y por la Administración Tributaria.

Las formas principales de tributación establecidas en nuestro país son:

· Declaración jurada por impuestos de vencimiento anual. (Ejemplo el Impuesto sobre Utilidades

· Declaración – pago para obligaciones periódicas y pagos a cuenta. ( Ejemplo se estableció recientemente el modelo CR-09)

· Débito en cuenta voluntario.

· Retención

· Percepción

Un importante documento es la Declaración Jurada.  La Declaración Jurada es el documento por el que se manifieste o reconoce la realización del hecho imponible y se realiza la correspondiente determinación del tributo.

La presentación de la Declaración Jurada, obliga al pago de la deuda tributaria que resulte de ésta y genera la responsabilidad por su contenido, así como de la exactitud de los datos consignados en ella.

La determinación de la deuda realizada por el sujeto pasivo es considerada provisional y sólo adquiere carácter definitivo cuando al ser comprobada por la Administración, ésta la confirma, o cuando haya decursado el plazo de cinco años contados a partir del momento en que el sujeto pasivo notificó su determinación ante la Administración Tributaria.

La Declaración Jurada es utilizada fundamentalmente para las liquidaciones finales  del Impuesto sobre Utilidades y del Impuesto sobre Ingresos Personales.

Declaración – pago: Es una modalidad de la Declaración Jurada, empleada para los pagos periódicos y pagos a cuenta de determinados tributos,  que no requieren para su determinación de una compleja construcción de su base imponible.


Débito en cuenta voluntario: Es el mecanismo mediante el cual el contribuyente autoriza a su agencia bancaria, con el modelo correspondiente, a realizar la transferencia de fondos de su cuenta corriente a las cuentas de ingresos del Presupuesto del Estado.

Retención: Es la acción que realiza el retentor al retener el importe de un impuesto, tasa o contribución, para su posterior pago e ingreso, en lugar del contribuyente.


Percepción: Es la acción que realiza el perceptor, al cobrar el importe de un impuesto, tasa o contribución para su posterior pago o ingreso, en lugar del contribuyente.

Están definidas dos formas de determinación de la deuda tributaria:

1. Auto declaración: el contribuyente construye la base imponible, aplica los tipos impositivos vigentes e ingresa el impuesto por él determinado, incluyendo los recargos correspondientes, conforme a la legislación.

2. Determinación Administrativa: Se determina la deuda mediante Resolución de la autoridad facultada como resultado de una acción de fiscalización, regularización o comprobación de la Administración.

La determinación de la deuda tributaria se practicará por la Administración Tributaria en todos los casos, en que se haya dejado de satisfacer el tributo en la fecha que resulte exigible o en que habiéndose realizado el pago mediante Declaración Jurada, proceda la rectificación de la deuda.

Una vez practicada la referida determinación de la deuda tributaria, el sujeto pasivo o responsable dispondrá de hasta quince (15) días hábiles para efectuar el pago.

Para practicar la determinación administrativa de la citada deuda, la Administración Tributaria podrá disponer la fiscalización de las obligaciones tributarias del sujeto pasivo o responsable.

La base imponible se determina con arreglo a los medios y métodos que en las legislaciones específicas de cada tributo se establecen, dentro de los regímenes siguientes:

· Determinación directa

· Régimen de presunción directa

· Régimen de presunción indirecta

La determinación directa es el régimen que utiliza la Administración Tributaria para determinar la base sirviéndose de las declaraciones juradas, documentos presentados o de los datos consignados en libros y registros comprobados.

La determinación directa es el régimen fundamental a utilizar, para determinar la base imponible de los tributos a que están obligadas las entidades de significación económica, partiendo de su balance de contabilidad certificado.

Los regímenes presuntivos son especiales, y son utilizados por la Administración Tributaria aplicándose a pequeños contribuyentes o en casos que no sea posible reunir los datos necesarios para realizar la determinación directa.

Las modalidades de la extinción de la obligación principal en Cuba son:

· El pago

· La compensación

· La prescripción

· La insolvencia del deudor

El pago es la acción, en cumplimiento de una obligación tributaria pecuniaria, realizada por el sujeto pasivo o el responsable, mediante la cual se entrega la totalidad o parte de la deuda tributaria.

Podrá hacerse en dinero en efectivo, utilizando especies timbradas o empleando otros medios que legalmente se autoricen. El pago mediante bienes y valores es excepcional y requerirá autorización previa de la autoridad administrativa que corresponda.

Se realiza en las Oficinas Bancarias, Aduanas o en cualquier otro lugar que expresamente se establezca.

El sujeto pasivo de la obligación tributaria o el responsable podrá solicitar aplazamiento con o sin fraccionamiento del pago de la deuda tributaria, previa presentación de las garantías o cumplimentando los requisitos que se exijan.

La Administración Tributaria está facultada para en cualquier momento, una vez de decursado el período voluntario de pago, disponer, con carácter preventivo y para asegurar el cumplimiento de la deuda tributaria el embargo de los bienes y derechos del deudor por el valor que cubra la deuda tributaria.

La Compensación es la acción, realizada por la Administración Tributaria previa solicitud de sujeto pasivo o responsable, por la cual se resarcen los saldos acreedores de éste, reconocido por acto administrativo firme, con las deudas tributarias declaradas o determinadas administrativamente y referentes a períodos no prescritos.

La Prescripción es el término fijado por la Administración (cinco años) para que cese el derecho de la Administración Tributaria para determinar la deuda tributaria, la acción para exigir el pago de las deudas tributarias determinadas y la acción para imponer sanciones por infracciones tributarias.

Mientras que la Insolvencia del deudor es la declaración por resolución fundada a los efectos tributarios, luego de agotada la vía de apremio, de la insolvencia del deudor y el consecuente archivo definitivo de dicho expediente, previa la práctica de las diligencias e investigaciones encaminadas a la determinación de la situación económica del deudor.  Cada dos años el expediente se reabre, y se inicia el proceso de identificación de bienes.

En la legislación de procedimientos tributarios no esta prevista la figura de la condonación o remisión como forma de extinción de las deudas tributarias, aunque se ha acudido a la legislación civil para aplicarla de forma excepcional, esencialmente por decisión de la máxima autoridad tributaria.

 Infracciones y Sanciones Tributarias

La culminación de la configuración del riesgo que los contribuyentes asumen al incurrir en algún incumplimiento, está vinculada a la imposición de las sanciones tributarias.

La cuantía de la multa tendrá que ser de tal orden que signifique que entre el costo para el contribuyente del cumplimiento voluntario y el cumplimiento forzado exista una diferencia , donde el segundo supuesto le resulte más gravoso.

El régimen de infracciones y sanciones contenido en el Derecho-Ley No. 169 “De las Normas y Procedimientos Tributarios” constituye un marco más amplio y cualitativamente superior al régimen precedente. Entre los cambios fundamentales encontramos:

· Ampliación de las acciones u omisiones calificadas como infracciones, lo cual permite un mayor diapasón de actuación y corrección integral de conductas en menoscabo del adecuado cumplimiento tributario.

· Aumento de la gama de sanciones a imponer. A la tradicional multa fiscal se le une la pérdida del derecho a obtener beneficios o incentivos fiscales y el cierre de establecimientos comerciales o retirada de la licencia para desarrollar actividades de carácter comercial.

· Posibilidad de graduar la sanción en dependencia de la valoración del comportamiento integral o específico del infractor.

En esta última innovación se refleja el principio de gradualidad de aplicación que ha sido rector en nuestro ordenamiento tributario, la política de propiciar el cumplimiento voluntario y la vocación porque toda actuación de la Administración Tributaria lleve un mensaje educativo.

En las infracciones consagradas en la legislación se partió del principio de tipicidad o sea para que exista una conducta infractora o ilícita debe haberse descrito una norma tipificando esa conducta.

En las conductas infractoras previstas en el Decreto Ley se da la primacía a la condición objetiva  de la ocurrencia del incumplimiento para caracterizar la comisión y punibilidad de la infracción, aunque se tiene en cuenta elementos subjetivos, como a continuación veremos.

En el referido Decreto-Ley se establece un principio de fatalidad, o sea ante la ocurrencia de una infracción la administración tributaria debe imponer una sanción, sólo está facultada para su graduación.

En el ordenamiento cubano a diferencia de otros modelos sólo se tipifican dos tipos de ilícitos: la infracción que agrupa los incumplimientos en los deberes formales, y materiales de los sujetos pasivos y el delito que corresponden a conductas dolosas y defraudadoras.

En nuestro ordenamiento tributario están consideradas como principales infracciones  tributarias las siguientes:

· Falsear la documentación que se requiere para la obtención de beneficios fiscales, exenciones o devoluciones de ingresos.

· Dejar de ingresar, dentro de los plazos establecidos, la totalidad o parte de la deuda tributaria, los pagos fraccionados o aplazados así como las cantidades retenidas o que se hubiere debido retener.

· El incumplimiento de las obligaciones formales o de colaboración establecidas por el Decreto Ley No.169 y las demás disposiciones legales tributarias, sus disposiciones complementarias, así como por las disposiciones dictadas por la Administración Tributaria. 

· La resistencia, excusa, obstrucción o negativa, a cualquier actuación fiscalizadora por parte de la Administración Tributaria.

Las infracciones tributarias darán lugar a las siguientes sanciones:

· Pérdida del derecho a obtener beneficios o incentivos fiscales.

· Multa.

· Cierre de establecimientos comerciales o retirada de la licencia para desarrollar actividades de carácter comercial.

Las sanciones sólo pueden ser acordadas e impuestas por:

· Las autoridades competentes de la Oficina Nacional de la Administración Tributaria y Jefes de Aduanas, los Jefes de las Dependencias de éstas o las personas que se designen, en los casos de multas y cierre de establecimientos comerciales o retirada de la licencia, según se establezca al efecto.

· El Ministro de Finanzas y Precios, para todas las sanciones y particularmente cuando ésta consista en la pérdida del derecho a obtener beneficios o incentivos fiscales.

La Administración Tributaria está facultada para liberar de las sanciones que correspondan por el cumplimiento de la obligación tributaria efectuada fuera del término establecido, siempre que éste haya sido de forma voluntaria y sin mediar actuación de la referida  administración.

Los delitos contra la Hacienda Pública, previstos y sancionados en el Código Penal con sanciones, en caso de las multas de hasta cinco mil cuotas y en caso de la privación de libertad de hasta 8 años, para los casos de mayor gravedad.

La magnitud de las multas, en dependencia del tipo de infracción, se establece dentro de un marco bastante amplio en unidades monetarias de forma absoluta o en porcentaje de la deuda de pagar, que permite llevar a la práctica este principio de gradualidad.

Para los deberes formales se establecen rangos de multas de 30 pesos a 10 000 pesos en dependencia del tipo de sujeto.  En el caso del incumplimiento del deber sustantivo se aplica una multa hasta el 50% de la deuda tributaria determinada.

El principio de graduación pueden ser vistos desde varios ángulos:

1. En la medida que la Administración Tributaria ha tenido que actuar más para corregir el cumplimiento, el monto de la multa debe ser superior. Ello se lleva a la práctica por el aumento de la sanción en un 15 y 20% por reincidencia y multireincidencia.

2. Se establece un principio de proporcionalidad al graduar el monto en dependencia de la naturaleza del obligado.

3. El monto de la multa puede elevarse en dependencia de la gravedad de las acciones de incumplimiento y la afectación económica que representó la infracción.

4. Si el contribuyente corrigió voluntariamente el incumplimiento sin actuación de la Administración Tributaria en un plazo determinado, el monto de la multa debe ser menor en comparación con aquel contribuyente que fue requerido.

5. La cuantía de las multas debe ser disminuida en el caso de aquellos contribuyentes que hayan mostrado un comportamiento tributario correcto de forma integral.

6. En caso de conformidad del sujeto pasivo con la propuesta de determinación de la deuda tributaria la multa debe ser disminuida.

Anualmente se imponen sanciones al 10% del total de contribuyentes por las infracciones tipificadas en la legislación.

 Régimen de recargos

El no pago en el término establecido de la deuda tributaria constituye en mora al obligado, sin necesidad de requerimiento o actuación alguna de la Administración Tributaria y con independencia de las sanciones a que el incumplimiento diere lugar.


En los casos en que la deuda tributaria se determine administrativamente, incurrirá en mora, con respecto al importe determinado del tributo, a partir de la fecha de vencimiento del término en que esta debió pagarse voluntariamente.

La legislación ha dispuesto dos tipos de recargo, el recargo por mora y el recargo de apremio.

El recargo de apremio procederá, sobre aquellas deudas tributarias que se ejecuten por la vía de apremio, con una cuantía del diez por ciento (10%) sobre el total adeudado por concepto de principal más el recargo por mora.

Características del Recargo por Mora:  

· El recargo por mora se aplica sobre el principal, en todos los casos.

· No existe recargo sobre recargo, ni sobre multas.

· Es de naturaleza progresiva.

· Para el cálculo del recargo se contarán los días hábiles.

· Será de aplicación sobre todos los ingresos, sean tributarios o no.

Los sujetos pasivos que incurran en mora quedarán obligados al pago del recargo que ascenderá a un cinco por ciento 5% de lo adeudado cuando el pago se efectúe dentro de los treinta (30) días posteriores a la fecha establecida al efecto; un diez por ciento (10%) de lo adeudado cuando el pago se efectúe con posterioridad a los 30 días y dentro de los 60 días posteriores a la fecha establecida al efecto y un cero coma dos por ciento (0,2%) de lo adeudado, por cada día de demora cuando el pago se efectúe con posterioridad a los sesenta (60) días de la fecha establecida y hasta alcanzar el cincuenta por ciento (50%) del principal.

El hecho de pagar el principal del tributo, no limita el derecho para reclamar el pago del recargo si éste tuviese lugar.

Se previó que el financiamiento por la vía del no pago del tributo fuera más cara que otras fuentes de financiación. No obstante, con el ánimo de acotar el coste financiero se decidió que el recargo no se acumulara cuando llegue al 50% del principal, o sea se votó por un principio de mesura.

Los procedimientos de reclamación.

El sujeto pasivo de las obligaciones tributarias tiene derecho a establecer recursos de Reforma y Alzada contra actos de la Administración en la vía administrativa y demandas en la vía judicial.

· El Recurso de Reforma se establece contra el órgano que dictó el acto recurrido, sin necesidad de ingreso previo y dentro de los 15 días posteriores a que le fuere notificado éste.

· El Recurso de Alzada se establece contra el órgano superior jerárquico del que resulte en Reforma en un término similar pero con previo ingreso de la cantidad reclamada en calidad de depósito o cumplimentando la garantía exigida.

· La demanda ante la Sala de lo Civil, Administrativo y Laboral del Tribunal correspondiente, se establece agotada la vía administrativa.

La autoridad competente dispondrá para resolver los recursos de un término de sesenta (60) días hábiles  contando a partir de la fecha de su recepción, pudiendo extenderse hasta noventa (90) días hábiles, por causa fundada.

El escrito interponiendo el Recurso se presentará por duplicado y deberá consignar con la debida claridad, los hechos y los fundamentos de Derecho en que se basa el reclamante, así como su pretensión y acompañarse las pruebas de que intente valerse, con independencia de la potestad de la Administración Tributaria para solicitar cuantas pruebas estime necesarias para resolver el recurso.

La Administración Tributaria podrá declarar inadmisible el recurso cuando éste se presente fuera del término legalmente establecido, es decir, extemporáneo. 

En la vía de apremio, el Recurso no interrumpe el procedimiento, el cual continuará en pieza separada.

La resolución que desestime o declare con lugar el recurso, será siempre motivada y contendrá una breve referencia de los hechos alegados por el recurrente y expresará los fundamentos de Derecho que motivaron la confirmación o revocación total o parcial del acto impugnado.

El recurso de reforma procederá contra toda resolución practicando la determinación administrativa de la deuda tributaria, contra toda resolución denegando, total o parcialmente, la devolución de ingresos indebidos, o debidos en exceso, contra las providencias dictadas por la autoridad correspondiente de la Administración Tributaria, disponiendo del cambio de domicilio fiscal, disponiendo el inicio de la vía de apremio, disponiendo el embargo o su ampliación o denegando el total o parcial, contra las resoluciones que impongan sanciones por la comisión de infracciones tributarias, contra las resoluciones en las que se declare responsable a una persona distinta del contribuyente, retentor o perceptor y contra la valuación de cualquier bien realizado por los peritos, designados por la Administración Tributaria.

Resumiendo lo dicho el Recurso de Reforma será interpuesto por el interesado o su representante legal, dentro del término de quince (15) días hábiles contado a partir de la fecha de la notificación de la resolución o providencia recurrida, sin necesidad de ingreso previo, en la Oficina de la Administración Tributaria que corresponda atendiendo a la autoridad que dictó la disposición recurrida, siento competente para resolverlo el facultado al efecto.

La autoridad competente dispondrá para resolver este recurso de un término de sesenta (60) días hábiles contado a partir de la fecha de su recepción, pudiendo extenderse hasta noventa (90) días hábiles, por causa fundada.

La resolución que desestime o declare con lugar el recurso, será siempre motivada y contendrá una breve referencia de los hechos alegados por el recurrente y expresará los fundamentos de Derecho que motivaron la confirmación o revocación total o parcial del acto impugnado.

Se tendrá por abandonado el Recurso de Reforma cuya tramitación se detenga durante tres (3) meses por causa del recurrente.

Recurso de Alzada:

El Recurso de Alzada procederá contra toda Resolución desestimando en todo o en parte el Recurso de Reforma, previo ingreso de la cantidad reclamada en calidad de depósito o cumplimentando la garantía exigida.

El Recurso de Alzada se interpondrá por el interesado o su representante legal dentro del término de quince (15) días hábiles, contado a partir de la fecha de la notificación de la resolución que desestimó el Recurso de Reforma, para ante la autoridad competente de la Administración Tributaria inmediata superior de aquella que resolvió el referido Recurso.

El término para resolver este Recurso por la autoridad facultada será de sesenta (60) días hábiles contados a partir de la fecha de su recepción, pudiendo extenderse hasta noventa (90) días hábiles, por causa fundada.

En la vía de apremio el Recurso de Alzada no interrumpe el procedimiento el cual continuará en pieza separada.

Firme que sea una resolución resolviendo el Recurso de Alzada, sólo procederá contra ella interponer el Procedimiento Administrativo en la vía judicial.


 De los términos, las notificaciones, citaciones y requerimientos.

· De los términos.

En los términos a que se refieren todas las leyes y disposiciones tributarias no se cuentan los días inhábiles.

Cuando los términos estén establecidos por meses, se entenderán éstos de treinta (30) días naturales y cuando lo estén por años, se entenderán de trescientos sesenta y cinco (365) días naturales.

Los términos comenzarán a computarse a partir del día siguiente al de la notificación.

· De las Notificaciones.

Las resoluciones, providencias y requerimientos de la Administración Tributaria, se deben notificar a los interesados dentro del término de diez (10) días, contando a partir de la fecha en que se dictaron.

Las notificaciones de la Administración Tributaria se practicarán a:

· Los sujetos pasivos y responsables en su domicilio fiscal o en la sede de la Administración Tributaria.

· Los representantes legales de los sujetos pasivos y responsables en su residencia habitual o en la sede de la Administración Tributaria.

Las notificaciones se entenderán con la persona interesada o con su representante legal; de no encontrarse éstos, con el familiar o empleado que se hallare presente en el momento de practicarlas, siempre que acredite su condición de permanencia en el lugar.

La Administración deberá comunicar los recursos y plazos de interposición que proceden contra el acto notificado y apercibirá de las sanciones a que haya lugar por el incumplimiento de lo notificado.

Las citaciones se practicarán del modo establecido para las notificaciones, salvo que para determinados casos se establezca lo contrario y pudiendo citarse además a terceros.

Los requerimientos se harán en la forma establecida para las notificaciones expresando el empleado actuante de la Administración Tributaria en la diligencia, el haber hecho el requerimiento ordenado.

El procedimiento de apremio.

Las acciones de cobro coactivo están dirigidas a forzar el cumplimiento de las obligaciones tributarias pecuniarias de aquellos contribuyentes que no lo realicen en el término establecido. Las mismas comprenden el seguimiento de las determinaciones administrativas de deudas tributarias y su control, el aplazamiento con o sin fraccionamiento de los mismos, y el desarrollo de procedimiento de apremio incluyendo el embargo, la tasación y adjudicación de los bienes embargados a favor del Estado y excepcionalmente la donación de los mismos.

La vía de apremio es el procedimiento de que dispone la Administración Tributaria para el cobro forzoso de la deuda tributaria y es, por tanto, exclusivamente administrativa y privativa de la competencia de ésta, para entender y resolver todas sus incidencias, sin que los tribunales puedan admitir demanda alguna en esta materia, a menos que de acuerdo con lo legalmente establecido se hubiere sometido el conocimiento del asunto a la jurisdicción ordinaria.

Al hacerse firme una resolución practicando la determinación administrativa de la deuda tributaria, imponiendo una multa tributaria o resolviendo un recurso, se ejecutará por el procedimiento de apremio, el incumplimiento de la obligación.

Inicio del Procedimiento de Apremio

El procedimiento de apremio se iniciará con la providencia dictada por la autoridad competente de la Administración Tributaria, declarando al deudor en un solo acto moroso e incurso en el recargo de apremio establecido, requiriéndole que pague el importe de la deuda tributaria.

El deudor una vez requerido deberá satisfacer a la Administración Tributaria del total de lo adeudado en un término de diez (10) días hábiles, contando a partir de la fecha en que fuera notificado.

El funcionario de la Administración Tributaria designado para la ejecución del embargo se considera autoridad pública facultada para llevarlo a efecto en todas sus incidencias y podrá solicitar auxilio de las fuerzas del Orden Interior en caso de obstrucción al desarrollo de sus funciones.

El referido funcionario actuante cuando se presentare ante el deudor para notificarlo del inicio de la vía de apremio tomará relación de los bienes que este poseyere, apercibiéndolo de que deberá conservarlos donde estén y en el mismo estado, de no hacerlo, estará a expensas de lo que determine la legislación penal vigente.

Proceso de embargo

Si transcurrido el término de diez (10) días hábiles, el deudor no efectuara el pago de lo adeudado a la Administración Tributaria o no se le admitiese el aplazamiento solicitado, se procederá a embargar los bienes y derechos de su propiedad en la proporción que satisfaga el importe de la deuda tributaria o de la multa, según corresponda.

Si la deuda tributaria estuviera garantizada por el sujeto pasivo o responsable, se procederá en primer lugar a ejecutarla por la correspondiente Administración Tributaria a través del procedimiento de apremio.

El embargo se practicará sobre los bienes que presumiblemente sean del deudor, cuidando de no incluir aquellos bienes declarados inembargables por la legislación vigente.

El embargo deberá practicarse en el domicilio del deudor o en el lugar donde se encuentren los bienes objeto de embargo, mediante acta que se entenderá con el dueño de los bienes, su representante legal o la persona que los administre o que con cualquier carácter, los tenga bajo su custodia, describiéndose sucintamente en dicha acta los bienes objetos del embargo.

Si el bien embargable fuera un crédito, la Administración Tributaria se convertirá en el principal acreedor, subrogándose en el lugar y grado del que lo concedió.

Los demás bienes muebles y semovientes se depositarán, previa Acta, en el lugar que determine la Administración Tributaria, que podrá ser el domicilio del deudor o del tercero en cuyo poder se hallaren, a resultas del procedimiento de apremio, con la obligación de conservarlos en el estado en que se encuentren y la expresa prohibición de disponer de ellos, sujeto, en todo caso, a las responsabilidades en que pueda incurrir en el orden penal.

En cuanto a los inmuebles se limitará el embargo a librar comunicación al responsable de la oficina y organismo en el que conste la inscripción de la propiedad del inmueble para que extienda la correspondiente anotación y adopte las medidas que correspondan.

El embargo de sueldos, salarios, prestaciones de la seguridad social u otros, dentro del importe autorizado por la ley, se llevará a efecto mediante comunicación al Centro de Trabajo u Oficina encargada del pago, a fin de que retenga y pague a la Administración Tributaria periódicamente dicho importe hasta cubrir el total ordenado.

El embargo se dejará sin efecto en cualquier momento, antes de la adjudicación de los bienes, cuando se liquide lo adeudado.

Los bienes muebles, inmuebles o semovientes embargados se tasarán si ya no lo estuvieren, previo acuerdo, por un perito designado por la Administración Tributaria, el que debe trabajar en una entidad estatal y poseer capacitación académica reconocida oficialmente o conocimientos prácticos especiales en alguna ciencia, arte o profesión, aunque no hubiere obtenido título oficial de capacitación.

Procederá el desembargo parcial de los bienes a instancia del apremiado, cuando practicada la valoración de los bienes embargados resultare excesiva en relación con lo reclamado o cuando hubiere sentencia firme del Tribunal fallando con lugar a favor de la persona que interpuso el Proceso de Amparo o la Tercería.

Procederá la ampliación del embargo, si fuere posible, cuando el valor de lo embargado resultare insuficiente para cubrir el adeudo pendiente, en caso de que los bienes o parte de ellos ya estuviesen embargados por otra autoridad o cuando se interponga Proceso de Amparo o la Tercería.

Si el deudor careciere totalmente de bienes o ingresos embargables la Administración Tributaria correspondiente lo hará constar en el acta y dispondrá el archivo provisional del expediente de apremio.

II.3 LA ADMINISTRACIÓN TRIBUTARIA

La máxima autoridad en materia tributaria es el Titular de Finanzas y Precios, a quien se encuentra adscrita la Oficina Nacional de la Administración Tributaria.

La competencia definida por la ley a la ONAT, abarca la gestión, control, determinación, recaudación y fiscalización de los tributos que se establezcan y se extiende a la aplicación de los recargos y sanciones que en su caso correspondan y a la solución de las reclamaciones que se presenten contra sus actos.

La ONAT tiene competencia nacional y recauda todos los ingresos tributarios y no tributarios excepto los aranceles y las multas por contravenciones.

La creación de la ONAT tuvo como objetivo central ejecutar la política tributaria del gobierno cubano velando, entre otras disposiciones legales tributarias, por la aplicación estricta de la Ley No. 73, Del Sistema Tributario, de fecha 4 de agosto de 1994 y del Decreto-Ley No. 169, De las Normas Generales y de Procedimientos Tributarios, de fecha 10 de enero de 1997.

Para lograr la aplicación cabal de la nueva política tributaria se definieron las siguientes líneas de actuación:

· Estructurar un nuevo modelo de Administración Tributaria con un enfoque de servicio.

· Desarrollar sistemas de atención al contribuyente y propiciar la creación de la cultura tributaria.

· Fortalecer el sistema para el control del cumplimiento de las obligaciones tributarias y la ejecución de las deudas tributarias identificadas.

· Modernizar los sistemas de gestión de las funciones básicas y de apoyo.

La Oficina Nacional de Administración Tributaria (ONAT), fue creada por el Acuerdo No. 2819 de fecha 25 noviembre de 1994 del Comité Ejecutivo del Consejo de Ministros. El Acuerdo No. 2915, de fecha 30 de mayo de 1995, del propio Comité Ejecutivo, aprobó el objetivo, funciones y atribuciones de la Oficina.

 Este acuerdo refleja la voluntad política de conformar una Administración Tributaria confiable que funcione adecuadamente, como condición básica para un sólido desarrollo económico.

La ONAT tiene una estructura vertical que abarca:

· una oficina central de carácter nacional con funciones generalmente metodológicas. 

· 14 oficinas provinciales radicadas en las capitales de cada provincia con funciones metodológico – operativas.

· 1 oficina en el Municipio Especial Isla de la Juventud con características similares a las de una oficina provincial.

· 168 oficinas municipales que se corresponden con igual número de municipios en los que se encuentra dividido el país. Las oficinas municipales tienen funciones netamente operativas. 
La misión definida de la organización es “Garantizamos el cumplimiento de las responsabilidades tributarias con un servicio de calidad en beneficio de la sociedad”.

.

II.4 Antecedentes de la tributación del sector cooperativo y campesino.

Los antecedentes de la imposición de los ingresos del sector agropecuario en el período revolucionario se remontan a la Ley 447 de 1959 donde se establecía un impuesto del 40% sobre las utilidades a todas las actividades económicas con una bonificación de un 25% a las agropecuarias.

Después la Ley 998 de 1962 estableció un impuesto a los ingresos brutos de las empresas privadas, campesinos y cooperativistas. Posteriormente la Ley 1213 del 1967 eximió de este pago a los ciudadanos dedicados a la actividad agropecuaria.

El examen de estos antecedentes nos permite identificar el trato diferenciado de la naciente revolución al sector agropecuario.

Un importante hito en la tributación del sector cooperativo y campesino lo constituyó la promulgación del  Decreto-Ley No. 66 de fecha 1 de Abril de 1983 “Del Impuesto sobre Ingresos a pagar por los Agricultores Pequeños y las Cooperativas de Producción Agropecuaria” donde se establece una contribución de este sector en proporción a la cuantía de los ingresos percibidos.

La obligación de los campesinos y los miembros de las cooperativas de producción agropecuaria de contribuir a los gastos públicos quedo definida en la tesis “Sobre la cuestión agraria y las relaciones con el campesinado”, aprobada en el I Congreso del PCC y se reiteró y concretó en los V y VI Congresos de la ANAP.

Especial significación tuvo el estímulo al movimiento cooperativista con un trato preferencial al gravarse a las cooperativas por sus ingresos netos y a los campesinos individuales por sus ingresos brutos.

El mencionado Decreto-Ley No. 66  establece, como contribución de los campesinos individuales y miembros de las Cooperativas de Producción Agropecuaria a los gastos del Estado, un impuesto sobre los ingresos brutos, sin deducción alguna, que perciban los agricultores pequeños por la venta de sus producciones agropecuarias a las empresas y otras entidades estatales acopiadoras; estableciendo igualmente un impuesto sobre los ingresos netos anuales de las Cooperativas de Producción Agropecuaria.  

Las escalas progresivas establecidas en este cuerpo legal son las siguientes:

Escala de tipos impositivos del Impuesto sobre ingresos de los agricultores pequeños.

Ingresos   Brutos
Tipos Impositivos

Por el  exceso de 3 000 y hasta 6 000
5%

Por el  exceso de 6 000 y hasta 9 000
10%

Por el exceso de 9 000 y hasta 12 000
15%

Por el exceso de 12 000
20%

Escala de tipos impositivos del Impuesto sobre ingresos netos de las Cooperativas de Producción Agropecuaria.

Ingresos  Netos
Tipos Impositivos

Hasta  3 000 
5%

Por el  exceso de 3 000 y hasta 6 000
10%

Por el exceso de 6 000 y hasta  9 000
15%

Por el exceso de 9 000
20%

En el capítulo III del Decreto Ley 66 del 1983 se desarrollaron los procedimientos principales en cuanto a las reclamaciones, régimen de recargo por mora y otros deberes formales.

A su amparo, fueron dictadas por el extinto Comité Estatal de Finanzas:

· La Resolución No. 26/17.05.83, que estableció el procedimiento para el pago por los pequeños agricultores del impuesto sobre los ingresos brutos, sin deducción de clase alguna por las ventas de sus productos agropecuarios a empresa o entidades estatales acopiadoras.

Este impuesto estaba integrado por dos elementos: el 5% del importe total de las ventas de productos agropecuarios, que debía ser retenido y aportado por las empresas acopiadoras. Además el campesino debía efectuar una liquidación adicional, de acuerdo a una escala progresiva en casos de obtener ingresos anuales superiores a los 3 000 pesos, mediante la presentación de una declaración jurada de ingresos.

Por agricultor pequeño se consideraba a todo productor agropecuario no integrado a las CPA, que este organizado en CCS o asociaciones campesinas o que no este integrado a una organización de base de la ANAP.

El pago de la liquidación final debía efectuarse en las oficinas locales del Banco según la ubicación de las fincas en un plazo de 30 días naturales a partir de la fecha anual de cierre de operaciones que le debía corresponder a cada agricultor de acuerdo con su actividad fundamental, la cual debía corresponderse con la que le rinda mayores ingresos brutos.

· La Resolución No. 27/17.05.83, que estableció el reglamento y procedimiento para el pago por las Cooperativas de Producción Agropecuaria del impuesto sobre los ingresos netos anuales. En ella se desglosan el concepto de ingresos gravados y los gastos deducibles a los efectos de la determinación de los ingresos netos. En particular se definió como anticipo deducible el límite máximo que resulte de multiplicar 3.44 pesos por 286 días laborables del año y por el promedio anual de cooperativistas. 

El por ciento del impuesto a aplicar dependía del ingreso neto promedio por cooperativista, estableciéndose a tales efectos  una escala progresiva desde el 5 al 20% de acuerdo  a los tramos establecidos en el Decreto Ley 66 como ya fue expuesto.

· La Resolución No. 29/13.07.84, que eximía a los agricultores pequeños del pago de la parte del impuesto correspondiente a la escala porcentual progresiva aplicable a la liquidación final por los ingresos brutos obtenidos en el año, a cuyo amparo sólo tributarían en razón de las retenciones que las empresas acopiadoras les efectuasen en ocasión de vender sus producciones agropecuarias; y también eximía a las Cooperativas de Producción Agropecuarias de liquidar la parte del impuesto que correspondiese a la aplicación de tasas porcentuales superiores al cinco (5) por ciento de sus ingresos netos totales. Asimismo, esta Resolución eximía  a los agricultores pequeños y Cooperativas de Producción Agropecuaria productores de café, cacao y tabaco rubio o negro tapado.

De esta forma la imposición a los ingresos brutos de los agricultores pequeños sólo quedó ceñida a la retención del 5% de las ventas a las empresas estatales acopiadoras y en el caso de las cooperativas no exentas al 5% de los ingresos netos determinados según las regulaciones del extinto Comité Estatal de Finanzas.

Esta resolución se baso en la disposición final tercera del mencionado Decreto Ley que facultaba al extinto CEF en otorgar exenciones o bonificaciones tanto generales, como particulares para determinadas zonas y contribuyentes. 

Es necesario destacar en materia de beneficios fiscales que las CPA quedaban exentas del  impuesto sobre ingresos netos por un período de tres años contados a partir   de la fecha en que se hayan constituido o de tres años a partir de si constitución en el futuro. En el caso de las cooperativas asentadas en zonas de montaña el período de exención es de cinco años.

Otra importante aporte histórico de las CPA al Fisco es la contribución a la seguridad social. 

El Decreto Ley No 65 del 18 de enero de 1983 estableció el régimen de la seguridad social para los cooperativistas y en su artículo 25 fijo la obligación a las CPA de aportar el 3% del valor total de sus ventas al Presupuesto del Estado, por concepto de contribución a la seguridad social. 

En la Disposición Especial Sexta de este cuerpo legal estableció que en los casos que los cooperativistas se acogiesen a uno de las pensiones las CPA ingresarán aL Presupuesto del Estado las cantidades que se les hayan dejado de abonar a dichos cooperativistas por el precio de las tierras y demás bienes por ellos aportados.

Posteriormente la Resolución 68/83 e Instrucción 22/83 del extinto Comité Estatal de Finanzas  estableció el procedimiento para su ingreso. El mecanismo de aporte previa el pago mensual dentro de los veinte primeros días naturales del mes inmediato siguiente a aquel en que la CPA percibió el valor total de sus ventas. Posteriormente al culminar el ejercicio se debía presentar una declaración jurada.

A continuación el Decreto Ley 127 de la Seguridad Social de los Miembros de las Cooperativas de Producción Agropecuaria del 23 de marzo de 1991 mantuvo estas obligaciones aunque estableció de forma genérica que las CPA aportarían una parte del valor total de sus ventas como contribución a la seguridad social.

En el Decreto Ley 217 de la Seguridad Social de los Miembros de las Cooperativas de Producción Agropecuaria del 8 de febrero del 2001 el por ciento de contribución se elevó a un 5% para evitar que la aplicación de las nuevas edades de jubilación significase un incremento importante del aporte del Estado al financiamiento de la Seguridad Social en este sector.

El procedimiento de pago de esta obligación quedo regulado en la Resolución 116/2002 del MFP que posteriormente comentaremos.

Tema III Las principales obligaciones tributarias y derechos del sector agropecuario cooperativo y campesino y sus mecanismos de ejecución.

III. 1 Las principales obligaciones tributarias  y no tributarias del sector agropecuario con especial referencia a las obligaciones de pago del sector agropecuario cooperativo y campesino.

OBLIGACIONES TRIBUTARIAS.

1. Impuesto sobre los ingresos netos.

Es una obligación específica de las CPA no cañeras de  acuerdo al Decreto Ley # 66 de 1983 y legislaciones que aún en la práctica se aplican. El tipo impositivo es del 5%. Están exentas las CPA que se dediquen a los cultivos de café, cacao, tabaco rubio y tabaco tapado. 

En este caso no se ha aprobado la aplicación del régimen tributario especial al sector agropecuario no cañero que abarca fundamentalmente decisiones entorno al  impuesto sobre utilidades, por ello se continuo en la práctica aplicando esta obligación.

Para la determinación de la base imponible de este impuesto se parte de los ingresos brutos, como lo estipula la Resolución 27/83. Se entiende por ingresos brutos a toda cantidad en dinero o en especie que perciban las CPA provenientes de:

· La venta de productos agropecuarios a terceros.

· La prestación de servicios a terceros.

· La venta de desechos y otras existencias.

· La cancelación de cualquier deuda por causas diferentes a su pago.

· La utilidad por la venta de medios básicos.

A este monto total se le resta los siguientes conceptos siempre que cumplan los principios de registro, justificación y realmente se hayan incurrido en ellos:

· El costo de las materias primas utilizadas directa o indirectamente en la producción.

· El costo de los útiles y herramientas.

· Energía eléctrica.

· El importe total de los salarios pagados a trabajadores.

· El importe de las reparaciones ligeras y mantenimientos de los medios básicos.

· Los intereses bancarios y primas de seguro.

· El pago de servicios recibidos.

· Los tributos pagados excepto el impuesto sobre ingresos netos

· Las pérdidas por cualquier siniestro o desastre natural minoradas en los montos indemnizados.

· El importe de la amortización.

· Los anticipos pagados a los cooperativistas dentro de los límites establecidos por Finanzas.

No se podrá deducir aquellas partidas que no han sido tipificadas en la legislación vigente.

A la magnitud que resulte se le aplicará el tipo impositivo del 5% determinandose el monto de impuesto a pagar en el año fiscal que se trate.

Este impuesto debe pagarse dentro de los 30 días naturales siguientes a la fecha anual de cierre de operaciones por el párrafo establecido en el clasificador de recursos financieros.

Todas las CPA deberán cumplir con el deber de declarar, inclusive las  que obtengan pérdidas

2. Impuesto sobre Utilidades.

Se aplica para las CPA y UBPC cañeras de la siguiente forma:

De acuerdo a la Resolución 21/98 del MFP  se establecen tipos impositivos teniendo en cuenta los ingresos percápita reales anuales obtenidos por los miembros. La base imponible se calcula a partir de la Resolución 379 del 2003.

La escala aplicable es la siguiente:

Ingresos percápita
Tipos impositivos

Hasta 1 500 pesos
Exento

Desde 1 501 hasta 2 500 pesos
5,0%

Desde 2 501 hasta 5 000 pesos
12,0%

Desde 5001 hasta 10 000 pesos
17.5%

Superior a 10 000
35,0%

En el caso de que la CPA y UBPC obtenga al menos el 70% de sus ingresos totales por la actividad cañera se aplica la siguiente escala:

Ingresos percápita
Tipos impositivos

Hasta 1 500 pesos
Exento

Desde 1 501 hasta 2 500 pesos
5,0%

Superior a  2 500 pesos
7,0%

Las UBPC no cañeras (excepto las constituidas en organopónicos) al no estar aprobado el régimen tributario especial para esta obligación en este sector no deben tributar.

Las UBPC constituidas  en organopónicos  pagan el Impuesto sobre Utilidades  de acuerdo a lo establecido en la Resolución No. 21, de fecha 8 de noviembre de 1995, del MFP a razon de 0.30 centavos por M² de superficie cultivable.

En el caso de las granjas y empresas estatales y las granjas de nuevo tipo se aplica lo establecido en la Resolución No. 379 del 2003 del MFP, donde se aplicará un tipo impositivo del 35%, excepto las entidades dedicadas a la actividad cañera que aplicarán un 17,5%.

En el caso de las CSS fortalecidas  no se aplicando esta obligación, lo cual esta pendiente de definición

3. Impuesto sobre Ingresos Personales.

A los Agricultores Pequeños dedicados a actividades no cañeras se les retiene solo, el 5% de las Ventas de Productos Agropecuarios realizadas a entidades acopiadoras autorizadas. No presentan Declaración Jurada.

A los Agricultores Pequeños y usufructuarios de tierras, dedicados a la actividad cañera se les aplica la Resolución 22/98 del MFP que establece un sistema específico de pagos a cuenta y de deducción de gastos en relación con el régimen general de la Resolución 21/96. Presentan Declaración Jurada.

A parceleros, horticultores así como otras formas de producción agropecuaria independiente se les ha venido aplicando la legislación general de este impuesto. 

Los representantes vendedores en los mercados agropecuarios quedaron exentos de la aplicación del sistema de pagos a cuenta establecido a partir del ciclón LILY.

4. Impuesto sobre las Ventas.

Todas las personas jurídicas de este sector están sujeta a las regulaciones de este impuesto de la siguiente forma:

· En los casos que  se  comercialicen productos no agropecuarios se atendrá a lo regulado por la Resolución No. 41  de 1997. Por ejemplo: sombreros.

· Para los productos agropecuarios que se vendan a través de los mercados agropecuarios subordinados al MINAGRI, MINCIN y el EJT  se aplican las regulaciones y tipos impositivos establecidos, según la localidad y precios de ventas. Los puntos de ventas de las entidades autorizadas también pagaran el impuesto de acuerdo al tipo impositivo vigente.

· Las UBPC constituidas en organopónicos están exentas del impuesto  por sus puntos de venta.

· También se paga impuesto sobre las ventas por la venta de animales en ferias autorizadas.

Las personas naturales que concurran a los mercados agropecuarios también están sujetas a este impuesto.

5. Impuesto sobre los Servicios Públicos Gastronómicos. 

Se aplica exclusivamente en los casos en que la entidad tenga autorizado la instalación de guaraperas, de acuerdo a lo previsto en la Resolución No. 55 del 2003 del MFP.

6. Impuesto por la Utilización de la Fuerza de Trabajo

      La Resolución No. 240 del 21 de mayo del 2004, dictada por el Ministerio de Finanzas y Precios, teniendo en cuenta lo establecido por el régimen especial tributario de la Ley 73 regula que están excluidas del pago de este impuesto,  las cooperativas de producción agropecuaria, las unidades básicas de producción cooperativa, las unidades estatales de producción agropecuaria y los agricultores pequeños, por sus miembros permanentes, contratados autorizados y estudiantes. 

Son sujetos del Impuesto por la Utilización de la Fuerza de Trabajo las personas naturales y jurídicas, cubanas o extranjeras, que  utilicen fuerza de trabajo asalariada.

Constituye el hecho imponible de este impuesto la utilización de fuerza de trabajo asalariada.

La base imponible de este impuesto lo constituye  la  totalidad  de  los  salarios, sueldos,  gratificaciones  y  demás  remuneraciones  que  los  sujetos  del  impuesto paguen a sus trabajadores.

Se excluyen de la base imponible a que se refiere el apartado precedente:

a) Las prestaciones de la seguridad social a corto plazo.

b) Las cantidades que se paguen a los trabajadores como estimulación, en efectivo o en especie, a partir de las utilidades obtenidas después de pagar el Impuesto sobre Utilidades.

c) Las garantías salariales y subsidios  que se  paguen a los  trabajadores disponibles e interruptos.

d) Las remuneraciones que se paguen a los trabajadores incorporados a las microbrigadas sociales. 

e)  Las remuneraciones que se paguen a los trabajadores discapacitados.

A tenor de lo dispuesto en  la citada Ley No. 73 de 1994, el  tipo impositivo de este impuesto, en general, es del veinticinco por ciento (25%).

      Por la fuerza de trabajo movilizada en apoyo a estas entidades debe tributarse el impuesto.

      Están exentas a su vez las cooperativas de créditos y servicios, por el personal que contraten para laborar directamente en la producción agropecuaria, silvícola o forestal de éstas o de terceros, no así por el personal indirecto. En una circular elaborada de forma conjunta MFP-MINGRI se tipifica que se entiende por fuerza directa.

También la aplicación de esta obligación ha sido de forma gradual en las CSS en el sentido que el tipo impositivo comenzó en el nivel del 5% y anualmente se incrementa. En los casos que una CSS vea afectada sus resultados por la aplicación de este impuesto puede solicitar un beneficio fiscal de acuerdo al procedimiento establecido

      Las empresas estatales agropecuarias, silvícolas y forestales, están exentas por los trabajadores que laboren directamente en la producción agropecuaria, silvícola y forestal.

En los casos que proceda el pago de este impuesto el mismo debe realizarse dentro de los primeros diez (10) días hábiles del mes siguiente a aquel en que se devenguen las remuneraciones que constituyen su base imponible, en las oficinas bancarias correspondientes al municipio donde radique la entidad o establecimiento que utilice a los trabajadores, y su importe se  ingresará al fisco por el párrafo 061012 “Impuesto por la Utilización de la Fuerza de Trabajo”, del vigente Clasificador  de  Recursos Financieros del Presupuesto del Estado. Por lo tanto es una obligación de devengo mensual.

 El pago se realizará en la  misma moneda en que se devenguen los  salarios, sueldos, gratificaciones  y demás remuneraciones a los trabajadores.

7. Impuesto sobre el Transporte Terrestre

 De acuerdo a lo establecido en la Resolución No. 355, de fecha 2 de diciembre del 2005, del MFP, todas las personas jurídicas y naturales pertenecientes a este sector están obligadas a pagar  el impuesto correspondiente por la propiedad o posesión de vehículos de motor y tracción animal destinados al transporte terrestre, de acuerdo al tipo impositivo establecido en el cuerpo de la citada disposición legal. Los propietarios o poseedores tributan tasas fijas, establecidas para cada vehículo según una clasificación predeterminada. 

A los efectos  de este impuesto los vehículos tendrán la siguiente clasificación, en atención a la cual se establecen los tipos impositivos que se relacionan en el único Anexo que se adjunta a la presente resolución, formando parte integrante de esta:

1-Vehículos de motor:

a) clase “A”: vehículos destinados al  transporte de pasajeros, tales como: motos, motocicletas, automóviles de hasta ocho asientos sin contar el del conductor, ómnibus y metrobuses;

b) clase “B”: vehículos para el transporte de carga, tales como: motocicletas, motonetas o similares, camiones, autocamiones, tractores, remolques y semiremolques; y

c) clase “C”: vehículos para servicios especiales, tales como: humanitarios, ambulancias y funerarios.

2- Vehículos de tracción animal:

a) clase “A”: vehículos para el transporte de pasajeros; y 

b) clase “B”: vehículos para el transporte de carga. 

Este impuesto se pagará anualmente, dentro de los cinco (5) primeros meses de cada año fiscal, en las oficinas bancarias u otras oficinas habilitadas al efecto, según proceda, del municipio donde se encuentre el domicilio del sujeto; ingresándose al Fisco por el párrafo 071062, Impuesto sobre el Transporte Terrestre, del vigente Clasificador de Recursos Financieros del Presupuesto del Estado.

Constituye un requisito indispensable para el pago de este impuesto, la presentación del comprobante de pago del año anterior al que se paga  y de la  licencia de circulación o de operación, según corresponda.

 Cuando la propiedad o posesión del vehículo se adquiera con  posterioridad al período voluntario de pago previsto en el apartado precedente, los sujetos de este impuesto deberán inscribirse en el Registro de Contribuyentes y abonar la parte proporcional correspondiente a los meses del año que faltaren por decursar, dentro del término siguiente:

a) para los vehículos de motor, dentro de los treinta (30) días hábiles siguientes a la fecha en que causen alta en el Registro de Vehículos o en el Registro de Tractores, según proceda; y 

b) para los vehículos de tracción animal, dentro de lo treinta (30) días hábiles siguientes a la fecha en que se adquiera la propiedad o posesión, según conste en documento legal que lo acredite.

 Los sujetos de este impuesto deberán informar y acreditar ante el Registro de Contribuyentes, los cambios o modificaciones que introduzcan en sus vehículos que impliquen una alteración  de los datos consignados en su inscripción y consecuentemente, de la cuantía del impuesto a pagar, dentro de los diez (10) días hábiles siguientes a la fecha en que efectúen los citados cambios, en el caso de los vehículos de tracción animal,  y a la fecha en que  sea expedida la licencia de circulación actualizada por el Registro de Vehículos o la licencia de operación actualizada por el Registro de Tractores, en el caso de los vehículos de motor. 

Asimismo, deberán informar y acreditar la baja de los vehículos dentro de los diez (10) días hábiles siguientes a la fecha en que esta se produzca.

Los tipos impositivos son los siguientes:

1- Vehículos de motor

      1.1  Por los vehículos comprendidos dentro de la clase “A”, se tributará de acuerdo con el tipo impositivo siguiente:

       a) motos, motocicletas, motonetas y similares para el transporte de  personas exclusivamente………....................…….…………….$15.00; y 

                    cuando estén equipados con un carro lateral o cama adjunta.......$20.00;

             b)  automóviles de uno a cinco asientos...….………………..……....$35.00;

             c)   automóviles de seis o más asientos…….………………….…...$50.00; y

             d)  vehículos dedicados al transporte de o al servicio de pasajeros tales           como: ómnibus, metrobuses y otros similares…………………...$60.00.

      1.2 Por los vehículos comprendidos dentro de la clase “B”, incluyendo autocamiones y sus arrastres o rastras, cualquiera que sea su tonelaje, se tributará de acuerdo con la escala siguiente:

             Camiones y autocamiones equipados con gomas neumáticas:

             a)  cuando su peso bruto no exceda de una tonelada, incluyendo las motocicletas, motonetas o similares destinadas al transporte de carga……………………………………………………………..$20.00;

             b)    cuando su peso bruto esté comprendido entre más de una y hasta dos toneladas…………………….………….……………………......$50.00;

             c)    cuando su peso bruto esté comprendido entre más de dos y hasta cinco toneladas……………………………………………………........$60.00;

             d)   cuando su peso bruto esté comprendido entre más de cinco y hasta diez toneladas: $60.00 por camión más $15 por tonelada o fracción que exceda las cinco toneladas;

           e)  cuando su peso bruto esté comprendido entre más de diez y hasta cuarenta toneladas: $200.00 por camión más $15.00 por cada tonelada o fracción que exceda las diez toneladas;

           f)   cuando su peso bruto sobrepase las cuarenta toneladas: $200.00 pesos por camión más $20.00 por cada tonelada o fracción que exceda las cuarenta toneladas; y

g) los tractores y arrastres tributarán independientemente, según el tonelaje que representen en cada clasificación, como si fueran camiones.

El peso bruto a que se refiere este apartado será el que resulte de la  inspección técnica actualizada del vehículo.

1.3 Por los vehículos comprendidos dentro de la clase “C”, se tributará de acuerdo a la escala siguiente:

           a)  humanitarios: los vehículos de uso de los asilos e instituciones humanitarias para sus fines benéficos..…….....…………….………..$4.00;

           b)  ambulancias........…………………….……………………...…..$30.00; y

           c)  funerarios: los vehículos para el uso de las funerarias y otros servicios auxiliares….......………………………………………………….$36.00.

2- Vehículos de tracción animal

2.1  Por los vehículos utilizados en el transporte de pasajeros se tributará de acuerdo al uso que se destinen conforme al tipo impositivo siguiente:

            a) dedicados al uso exclusivo de sus propietarios o poseedores…......$15.00;

      b) dedicados a la prestación de servicios públicos de transportación....$20.00.

2.2  Por los vehículos utilizados en el transporte de carga se tributará de acuerdo a la capacidad máxima de carga conforme al tipo impositivo siguiente:

            a)  dedicados al transporte de carga y que posean dos ruedas cualquiera que sea el uso al que se destinan:

                 -  con capacidad de carga de hasta una tonelada……….……........$12.00;

                 -  con capacidad de carga entre más de una y dos toneladas….......$15.00;

                 -  con capacidad de carga superior a dos toneladas………...……..$20.00;

            b)  dedicados al transporte de carga y que posean cuatro ruedas, cualquiera  que sea el uso a que se destinen:

                -   con capacidad de carga de hasta dos toneladas….……….…......$15.00;

                - con capacidad de carga entre más de dos y hasta cuatro toneladas…....………………………………………………....$20.00; y

                -   con capacidad de carga superior a cuatro toneladas......………...$30.00. 

Están exentos los vehículos de motor y de tracción animal  no autorizados a circular libremente por la vía, dedicados a labores especiales, tales como: cosechadoras, alzadoras, grúas, excavadoras y cualquier otro similar para los cuales, conforme a la legislación vigente,  no se exige la licencia de circulación o la licencia de operación.
Se concede además una bonificación  de un cincuenta (50%) del tipo impositivo del referido impuesto a los propietarios o poseedores de tractores, remolques y semirremolques, pertenecientes al sector agropecuario y forestal no comprendidos en la exención anterior.

8. Contribución a la Seguridad Social.

Las CPA  son sujetos de la Resolución No. 116, de fecha 15 de abril del 2002, del Ministerio de Finanzas y Precios, aplicando al valor total de las ventas, el tipo impositivo del 5%, previsto en el Decreto Ley No. 217, de fecha 8 de febrero del 2001. Además este Decreto Ley establece para este tipo de entidad que se debe contribuir por las cantidades que se le haya dejado de abonar por el precio de la tierra y demás bienes aportados por los cooperativistas acogidos a los beneficios del sistema de seguridad social. La obligación es mensual y se paga en la fecha establecida para los demás sujetos.

Las UBPC son sujetos de la Resolución No. 400, de fecha 13 de diciembre del 2001, del Ministerio de Finanzas y Precios. El tipo impositivo a aplicar será el establecido en la Ley del Presupuesto del Estado aprobada para cada año, que es del 12.5%, ya que con cargo a sus costos pagan las prestaciones de la seguridad a corto plazo. La base imponible incluye los anticipos y las utilidades cuando se repartan. La obligación es mensual.

Para el resto de las entidades incluidas las CCS fortalecidas se aplica el régimen general el cual consiste en lo siguiente:

· La base imponible está constituida por los salarios, sueldos, jornales y cualquier forma de retribución al trabajo devengada por los trabajadores de las entidades que empleen o utilicen personal asalariado. 

· Se excluyen de la base imponible a que se refiere el apartado precedente:

a) Las cantidades pagadas a los trabajadores como estimulación, en efectivo o en especie, a partir de las utilidades obtenidas después de pagar el Impuesto sobre Utilidades.

b) Las garantías salariales y subsidios que se paguen a los trabajadores  disponibles e interruptos.

· Las Cooperativas de Créditos y Servicios pagarán esta contribución por el personal asalariado que empleen o utilicen, aplicando a la base imponible, el tipo impositivo que se determine anualmente en la Ley del Presupuesto del Estado que es del 14%.

El pago de esta contribución se efectuará  por los sujetos de esta resolución dentro de los diez  (10) primeros días hábiles del mes siguiente a aquel en que se devenguen las remuneraciones  que constituyen su base imponible, en las oficinas bancarias correspondientes al municipio donde radique la entidad o establecimiento que emplee o utilice a los beneficiarios de la seguridad social, y su importe se  ingresará al fisco por el párrafo 081013 “Contribución a la Seguridad Social”, del vigente Clasificador  de  Recursos Financieros del Presupuesto del Estado, excepto las Cooperativas de Producción Agropecuaria que lo efectuarán,  dentro de los primeros diez (10) días hábiles del mes siguiente a aquel en que realicen sus ventas.

Estas entidades o personas naturales pueden estar sujetas a otros tributos que de forma eventual pudieran liquidar y pagar como por ejemplo:

· El Impuesto sobre Documentos cuando realicen algún tramite gravado.

·  El Impuesto por la Utilización de los Recursos Naturales cuando se utilicen o exploten recursos forestales, naturales y artificiales, de acuerdo a lo establecido en la Resolución No. 50, de fecha 29 de agosto de 1996 del MFP.

· De acuerdo  a la Resolución No. 241, de fecha 21 de mayo del 2004, de este ministerio,  no está  gravada por  la Tasa por la Radicación de Anuncios y Propaganda Comercial siempre que no contenga mensajes comerciales. En caso contrario deben pagarlo.

OBLIGACIONES NO TRIBUTARIAS.

Por este concepto las UBPC aportarán al Presupuesto del Estado, los excesos de financiamiento, que por concepto de ayuda económica permanezcan en estas entidades, a tenor de la Resolución No. 355, de fecha 29 de diciembre del año 2000, de este ministerio.

Las entidades estatales tienen las siguientes obligaciones no tributarias:

Aporte por Rendimiento de la Inversión Estatal: De acuerdo a lo establecido en la Resolución No. 50 del 2005 y al tipo impositivo que se establezca para el período fiscal.

Aporte por la Depreciación de Activos Fijos Tangibles: En los casos en que no sea destinado a retener como fuente y de acuerdo a lo preceptuado en las Resoluciones No. 18, de fecha 27 de abril de 1990, y 50, del 2005, de este ministerio. 

III,2 Los deberes  formales y mecanismos de ejecución.

Los deberes formales tipificados en la legislación son los siguientes:

· Inscribirse en el Registro de Contribuyentes e informar a la ONAT Municipal correspondiente del domicilio fiscal del contribuyente, cualquier cambio en la información que la legislación así lo señale.

· Consignar su domicilio fiscal en todas las actuaciones que realice ante la Administración Tributaria y comunicar cualquier cambio que realice de este.

· Llevar y conservar por el término de cinco (5) años, los libros de contabilidad, registros, comprobantes y demás documentos que en cada caso se establezcan y mantenerlos en su domicilio durante el plazo en que no ha prescrito la obligación tributaria.

· Cuando la contabilidad se desarrolle en un ambiente de procesamiento electrónico de datos se deberán mantener en condiciones de operatividad por el término de tres años (3), los soportes magnéticos que contengan la información y los programas respectivos, así como proporcionar la totalidad de los registros contables automatizados.

· Estarán obligados a brindar cualquier información relacionada con el equipamiento de computación utilizado, las características del hardware y software, las especificaciones sobre el sistema operativo y los lenguajes y o utilitarios empleados ya sea que el procesamiento se realice en equipos propios, arrendados o el servicio fuere realizado por otra persona natural o jurídica.

· De igual forma permitir al personal de la Administración Tributaria, para la realización de la auditoria fiscal, la utilización de los programas  y utilitarios que posibiliten la obtención de la información contenida en el equipamiento del sujeto pasivo o responsable, siempre que guarde relación con la acción fiscalizadora.

· Ajustar su contabilidad a las normas de valoración de activos y pasivos y principios generales en contabilidad, que permita la fiscalización de sus obligaciones tributarias, según lo exijan las disposiciones vigentes.

· Presentar las declaraciones juradas, balances, informes, certificaciones y demás documentos, en la forma, términos y con sujeción a los requisitos establecidos legalmente.

· Certificar sus estados financieros y presentar el dictamen cuando corresponda y según lo establecido al efecto.

· Concurrir ante la Administración Tributaria correspondiente, a la que haya sido previamente citado y dentro del término que se señale.

· Probar ante la Administración Tributaria cuando corresponda, el origen de los fondos con que han financiado sus gastos, desembolsos o inversiones. En caso de no estar obligado a llevar contabilidad completa, acreditar el origen de dichos fondo con los medios de prueba que establezca la respectiva legislación.

· Permitir el libre acceso a sus oficinas y dependencias de las personas designadas para la práctica de acciones fiscalizadoras.

· Retener los tributos que establezca la legislación (en particular se destaca el impuesto sobre los ingresos personales) y brindar la información que se derive de esta función.

El incumplimiento de estos deberes puede traer consigo la aplicación del régimen de sanciones previsto en la legislación tributaria. Especial significación tiene en este sector el deber de retener y la información que se derive de esta función.

III.3 De los derechos de los sujetos de la relación tributaria y su mecanismo de ejecución.

Los profundos cambios operados en los sistemas tributarios, impulsados por la atención aumento de las demandas sociales y la necesaria legitimización de estos sistemas, han establecido fuertes condicionantes al equilibrio de deberes y derechos entre la Administración Tributaria y los obligados tributarios. 

En este sentido se ha superado la visión fiscalista y coactiva donde de una concepción de una Administración Tributaria como ente meramente recaudador y ejecutor mecánico e impersonal de las normas tributarias, surge una nueva orientación que incorpora la noción de servicio como un elemento finalista del quehacer de las Administraciones Tributarias.

Esto significa que, más que como un ente represor del incumplimiento, la Administración Tributaria debe actuar como promotora de ese cumplimiento, especialmente mejorando su imagen frente a los contribuyentes a través del respeto y la facilitación del cumplimiento, sin menoscabo de incrementar su capacidad de detectar y regularizar los incumplimientos tributarios.

Estas circunstancias hacen necesario que las normas que regulan la relación fisco-contribuyente se adecuen a esta orientación, en el sentido de delimitar en forma clara y precisa las atribuciones y obligaciones de las Administración Tributaria y los derechos y deberes de los contribuyentes.

Estas normas deberán particularmente garantizar la aplicación equitativa de los tributos en el marco del más estricto respeto a los derechos en los contribuyentes.

En materia de deberes y derechos en ambos sujetos es de destacar la interrelación íntima que existe entre ellos, ya que en muchos casos los derechos de los contribuyentes son el corolario de los deberes de la Administración Tributaria y viceversa.

En el Decreto-Ley No.169 no aparecen sistematizados todos los derechos del contribuyente en un artículo en específico, sino están explicados en el texto en general.

La Administración Tributaria los sistematizó y elaboró una carta de los derechos y garantías de los contribuyentes, la cual fue enviada en forma de plegable a todos los contribuyentes inscritos. Así mismo en cada una de las Oficinas, con proyección pública se encuentra disponible un cuadro con esta información. Esta es una información que debe ser de dominio de cada contribuyente para lograr hacer valer sus derechos y hacer más fluido o en otras palabras menos conflictivo el proceso de cumplimiento. 

Entre los derechos y garantías fundamentales de los contribuyentes se encuentran:

· A recibir un trato amable, profesional y considerado por parte de los funcionarios de la Administración Tributaria.

· A que sus asuntos y solicitudes se tramiten correctamente y en los plazos fijados en la legislación.

· A disfrutar un ambiente pulcro y ordenado en las Oficinas de la Administración Tributaria.

· Se proteja la confidencialidad de la información del contribuyente.

· A que se le aplique la legislación de manera justa e imparcial.

· A recibir servicios gratuitos de consultas y otros que faciliten el cumplimiento.

· A solicitar y recibir devoluciones de ingresos indebidos. 

· A la corrección de declaraciones antes de las actuaciones administrativas con la debida graduación del régimen sancionador.

· A formular y recibir respuesta de quejas, denuncias, sugerencias y otros planteamientos. En la Administración Tributaria está establecido un mecanismo de trabajo que toda queja o denuncia es investigada por el nivel superior al  funcionario implicado, tomando las medidas disciplinarias previstas en los Reglamentos Internos cuando procedan.

· A recibir información oportuna y actualizada sobre sus obligaciones y los procedimientos tributarios.

· A presentar reclamaciones ante las actuaciones administrativas y recibir por Resolución fundada respuesta a las mismas.

· A solicitar la concertación de convenios de aplazamiento con o sin fraccionamiento de pago ante insuficiencia temporal de recursos financieros.

· A solicitar y recibir las certificaciones fiscales estipuladas.

· A conocer la visión integral de su situación fiscal.

· A solicitar y obtener beneficios fiscales de acuerdo a lo legislado al respecto.

Para garantizar la ejecución de los derechos de los obligados tributarios es necesario conocer un conjunto de aspectos:

· Tener conocimiento de los derechos que le asisten y los deberes de la contraparte, así como plazos y requisitos para la tramitación de solicitudes, planteamientos y asuntos. 


· Conocer las formas de acceso a la Administración Tributaria y otras instituciones, como las vinculadas a la administración de justicia y control de la legalidad. 

· Conocer el procedimiento particular para hacer efectivo el derecho.


Como anexo a este material se insertan algunos de los folletos de referencia como los procedimientos de reclamaciones, solicitud de aplazamiento, entre otros.

III.4 Algunos consejos prácticos para la planificación del cumplimiento tributario

1. Es necesario interiorizar la importancia social del cumplimiento tributario y no verlo como un mal, ni un costo sin compensación, es un deber cívico y solidario.

2. Realice una planificación anual de los pagos a efectuar y utilice el programa de ayuda CENTINELA.

3. Proyecte los flujos de caja en la parte de los egresos dándole la prelación prioritaria al pago de los tributos.

4. Antes de la culminación del período voluntario de pronosticarse tensiones en el flujo de caja solicite un convenio de aplazamiento.

5. Documente en los manuales de procedimientos técnicos todo lo concerniente al cumplimiento de las obligaciones principales y accesorias de la entidad que se trate. Ello facilitará el cumplimiento en caso de cambio de personal responsable de cumplir esta tarea y manera de autocontrol.

6. Capacite al personal que se ocupará de cumplir con las legislación tributaria.

7. Establezca medidas de control interno mediante el diseño de pruebas y revisiones del cumplimiento tributario, que potencie el autocontrol del área económica y el control interno cruzado.

8. Establezca mecanismos de actualización sistemática sobre legislación y servicios tributarios ya sea por la contratación de los servicios de Finanzas al Día o la Gaceta Oficial. De ser caros para sus ingresos establezca mecanismos de colaboración con el organismo de relación. En todo caso utilice los servicios gratuitos que oferta la ONAT. No olvide que UD. es el obligado a cumplir con la legislación.

9. Ante una duda consulte directamente a la ONAT mediante las vías analizadas. De ser cuestiones de relevancia trate que la respuesta sea por escrito.

10. Recuerde que el incumplimiento tributario resulta más gravoso por los recargos y sanciones.

11. Haga uso de sus derechos, para ello conozca los mecanismos para ejecutarlo.

12. De presentar un trámite lleve con rigurosidad los términos de respuesta y no dude en elevar una queja al nivel superior de no obtener respuesta.

ANEXO 1

Lo fundamental relacionado con las declaraciones-pagos.

Un nuevo modelo de Declaración- Pago, el CR-09, por el cual harán sus aportes al Presupuesto del Estado las personas jurídicas y naturales, fue aprobado mediante la Resolución número 2 del 7 de enero del 2005 de la Oficina Nacional de Administración Tributaria(ONAT).

Diseñado para sustituir a los precedentes: CR-03 y  CR-04, y con la misma finalidad de éstos,  el CR-09  se empleará para declarar y pagar las obligaciones, dentro o fuera del término establecido, rectificar la declaración jurada presentada, así como liquidar los aplazamientos con o sin fraccionamientos de la deuda tributaria y las determinaciones efectuadas por auditoria.

No obstante, el CR-03 y CR-04 podrán seguir utilizándose durante, hasta que se  agote su existencia en las Oficinas Tributarias.

Según la metodología para su llenado, que constituye el anexo 2 de la citada  Resolución 2 del 2005 de la ONAT, el modelo  tiene como objetivos:

· Facilitar a las entidades el cumplimiento de los deberes formales de presentación de la declaración jurada en moneda nacional o en divisas, ya sea total o parcial, de un tributo; así como otro aporte que deba ser liquidado al presupuesto;  ya sea en efectivo, cheque o transferencias entre la cuenta de la entidad y el Presupuesto. 

· Liquidar: presunciones de deuda, recargos por morosidad no pagados, multas o sanciones por incumplimientos previstos, debidamente notificados a los contribuyentes. Así como para los pagos: en efectivo, mediante cheque de divisa, o por ajuste entre la cuenta de la entidad y la del Presupuesto. 

· Emplear uno para cada concepto de obligación (párrafo del clasificador de recursos financieros), sea declaración, pago o ambos.

Se diseñó en forma de tríptico, consta de anverso y reverso, para que pueda ubicarse en cada porción lo que  corresponda, de acuerdo con su destino. Se llenará un ejemplar, cuyas partes se distribuirán de la siguiente forma:

1ra. Parte: se queda en poder del Contribuyente.

2da. Parte: se entrega a la Oficina Bancaria que tramita la operación.

3ra. Parte: va a la Oficina Municipal de la Administración Tributaria.

¿Cómo llenarlo?

 A máquina de escribir o a mano, con letra de molde y bolígrafo.  También existe el modelo en formato electrónico para aquellos contribuyentes que dispongan de recursos informáticos.

En el anverso del CR-09

Lo primero que se especifica en el modelo es si se trata de una Declaración. En caso positivo se marcará una (x) en la pequeña cuadrícula que aparece junto a esta palabra. Los contribuyentes deberán hacer esto, aun cuando no efectúen el pago del importe adeudado, para presentar el modelo en la Oficina Municipal de Administración Tributaria (ONAT) de su domicilio fiscal, siempre respetando las fechas establecidas para el pago voluntario, a fin de evitar las sanciones correspondientes.  

Si el contribuyente no contase con los recursos monetarios para hacer el aporte, podrá solicitar a la ONAT un convenio de aplazamiento de la deuda.

Al lado de Declaración aparece la palabra Pago también con un cuadrado pequeño a su derecha, donde se ubicará una (x). Esta acción se lleva a cabo en la agencia bancaria del domicilio fiscal. 

Luego aparece la parte correspondiente al NIT: aquí se coloca el número de Identificación Tributaria asignado al contribuyente por la ONAT.

En  Debítese a: se escribe el nombre o razón social del contribuyente.

Código de la Cuenta: debe reflejarse el número de la cuenta bancaria del contribuyente, cuando la operación de pago se efectúa por transferencia bancaria. Si la liquidación se realiza en efectivo o por medio de un cheque, se escribirá en este espacio la palabra “EFECTIVO” o “CHEQUE”, según sea el caso.

Tributo: Nombre del tributo o concepto de la obligación por la que se realiza la operación.

Código: Número del párrafo o concepto de ingreso por el cual se efectúa la operación. Este código consta de 7 dígitos de los cuales 6 corresponden al párrafo y el séptimo a la identificación del tipo de moneda en que se hace la liquidación: 1- Divisa y  2-Moneda Nacional.

Importe a liquidar en letras: Se escribe en letras el importe que se aporta.

Importe a liquidar: se ubica la cantidad a pagar en cifras o números.

Principal: Representa el importe que se liquida por concepto de principal.

Recargo: Aquí debe aparecer el resultado numérico de la aplicación del por ciento establecido en el Decreto- Ley No. 169, de 10 de enero de 1997, teniendo en cuenta el período de morosidad en el pago del principal. 

Período a liquidar: el que abarca la declaración y / o pago que se realiza con la expresión del comienzo (“desde”) y final (“hasta”). Si este acto incluye más de un período deberá cumplimentarse en un modelo independiente.

Por ejemplo, si se declarase el Impuesto por la Utilización de la Fuerza de Trabajo del mes de marzo, debería consignarse:  desde:  01 / 03 / 05 hasta:  31 / 03 / 05

En el reverso 

Tipo de Pago: corresponde al escaque señalado por las siglas TP  y se refiere a la clasificación de las operaciones mediante  los siguientes códigos:

0 - Pago voluntario (puede incluir principal, recargo y multa)

1 - Aplazamiento con o sin fraccionamiento de pago.

2 - Resolución de la Determinación Administrativa.

3 - Declaración Jurada Rectificada.

Una vez reflejados estos códigos en el recuadro que sigue a las mencionadas siglas TP, a continuación del mismo, se situará el número de aprobación que ampara dicha operación.

Ejemplo: Cuando se trate de un aplazamiento de pago, se escribirá 1 en la cuadrícula y, al lado, el número  que la Oficina le otorgó cuando fue concertado el mismo.  En cambio, si  fuera una determinación, al código le seguiría  el número de la Resolución de notificación; y en caso de las declaraciones juradas rectificadas, se pondrá el número de folio de la que fue objeto de rectificación, o sea, la inicialmente presentada.

Base Imponible: Aquí se consigna el importe total de la base imponible, teniendo en cuenta el indicador que se tomó como referencia para determinarla, y en correspondencia con la obligación que se liquida.

  Tipo Impositivo: Por ciento que se debe aplicar a la Base Imponible para determinar la obligación.

Importe de la Obligación: Resultado de la aplicación del tipo impositivo a la base imponible, o el monto total de la cifra a pagar, cuando la obligación se determina por diferencia entre partidas o por corresponder a importes fijos. 

 Firmas Autorizadas de la Entidad: se escriben las firmas de la empresa o persona natural que respaldan la declaración y la veracidad de los datos reflejados.

 Para uso de la Oficina Bancaria: en esta parte del modelo se cumplimenta la operación que presenta el contribuyente.

Aparecen en ella dos recuadros, uno superior en cuyo extremo izquierdo se lee: De  Banco. En él se plasma la Fecha  Débito y uno inferior: A Banco, en el cual se ubica la Fecha Crédito.

ANEXO 2 

Algunas preguntas y respuestas sobre el régimen de infracciones y sanciones

Entre las principales funciones de la Administración Tributaria cubana está favorecer las condiciones para el cumplimiento voluntario de las obligaciones tributarias. Para lograr esa disciplina fiscal, además de ofrecer la necesaria información y asistencia al contribuyente, es importante poder detectar y sancionar a los incumplidores.

Pero sancionar a un contribuyente es siempre una derrota, porque nunca una multa u otro tipo de medida resarce completamente a la sociedad del perjuicio que le infringió el contribuyente, al no pagar un tributo en el momento y en la cuantía debida, o al no respetar determinados deberes formales que pudieran propiciar o esconder daños mayores.

El objetivo es, por tanto, que los contribuyentes conozcan el régimen de infracciones y sanciones vigente, para de esa manera desalentar posibles conductas infractoras, que de producirse acarrean una severa sanción.

A continuación, siete preguntas básicas cuyas respuestas deben dominar todos los contribuyentes.

1. ¿Cuál es base jurídica del actual régimen de infracciones y sanciones?

El Decreto-Ley No. 169, De las Normas Generales y de Procedimientos Tributarios, de fecha 10 de enero de 1997, en su Capítulo VII, artículos 102 al 113, ambos inclusive, establecen lo relativo a las infracciones y sanciones, las autoridades facultadas para imponer estas últimas, así como los principios para su graduación. 

2. ¿Qué personas podrán ser sancionadas por la Administración Tributaria?

Son sujetos infractores las personas naturales, o jurídicas que realicen las acciones u omisiones calificadas como tal y particularmente:

· Los sujetos pasivos o responsables de los tributos.

· Las personas naturales o jurídicas obligadas a suministrar información o prestar colaboración a la Administración Tributaria.

· El representante de los residentes en el extranjero.

· El representante legal de los sujetos pasivos que carezcan de la capacidad de obrar en materia tributaria.

3. ¿Cuáles son las sanciones que podrá imponer la Administración Tributaria?

Las infracciones tributarias, de acuerdo con lo legalmente establecido, darán lugar a las siguientes sanciones que serán impuestas, según su naturaleza, por las autoridades que también a continuación se consignan:

a) Pérdida del derecho a obtener beneficios o incentivos fiscales. Será acordada e impuesta por el Ministro de Finanzas y Precios, mediante resolución fundada.

b) Cierre de establecimientos comerciales o retirada de la licencia para desarrollar actividades de carácter comercial. Se acordará e impondrá por el  Ministro de Finanzas y Precios, el Jefe de la Oficina Nacional de Administración Tributaria y por los directores provinciales y municipales de la Administración Tributaria, según corresponda, mediante resolución fundada, así como, por los jefes de aduanas y los jefes de las dependencias de éstas.

c) Multa. Sin perjuicio de la imposición de las sanciones anteriormente señaladas se impondrá una multa que, en el caso de las personas jurídicas, será acordada e impuesta por el Ministro de Finanzas y Precios, por el Jefe de la Oficina Nacional de Administración Tributaria y por los directores de las Oficinas Provinciales y Municipales de Administración Tributaria, según corresponda, mediante resolución fundada.

En el caso de las personas naturales, la multa será acordada e impuesta por los inspectores fiscales, los inspectores de cobro coactivo, los inspectores supervisores fiscales y por cualquier otra persona designada para ello, a través del talón que se habilite al efecto; excepto en los casos que se realice la determinación administrativa de la deuda tributaria, en los cuales será acordada e impuesta mediante resolución fundada por el Ministro de Finanzas y Precios, por el Jefe de la Oficina Nacional de Administración Tributaria y por los directores de las oficinas provinciales y municipales de Administración Tributaria, según corresponda.

4. ¿Cuáles son las infracciones tributarias más importantes que pudiera cometer una persona natural o jurídica?

Para la Administración Tributaria se consideran infracciones tributarias, cualquier acción u omisión calificada y sancionada como tal por el artículo 105 del referido Decreto-Ley No. 169 de 1997, y que podrán ser sancionables, incluso cuando se produzcan por negligencia. A continuación se relacionan as infracciones más importantes, y el monto de las multas a pagar, según el tipo de contribuyente:

A) Falsear la documentación o información que se requiere para la obtención de beneficios fiscales, exenciones o devoluciones de ingresos:


Personas Jurídicas
Personas Naturales


3000 a 10 000
50 a 3000

B) Dejar de pagar, dentro de los plazos establecidos, la totalidad o parte de la deuda tributaria, los pagos fraccionados o aplazados, así como las cantidades retenidas o que se hubieren podido retener.


Hasta el 50% de la deuda tributaria determinada administrativamente


C) El incumplimiento de los deberes  formales o de colaboración establecidos por el Decreto Ley 169, de 10 de enero de  1997, y las demás disposiciones legales  tributarias complementarias, así como  por las  disposiciones dictadas  por la Administración Tributaria. (Los rangos del valor de las multas son comunes para las personas jurídicas y naturales)

1) No estar inscrito en el Registro de Contribuyentes (100 a 5000).

2) No mantener actualizados los datos que sobre su persona se consignan en el Registro de Contribuyentes (100 a 5000).

3) Incumpla con la obligación de conservar, exhibir, portar o mostrar, en su caso, los documentos que acreditan su inscripción en el Registro de Contribuyentes (100 a 5000).

4) No llevar ni conservar, y en su caso actualizar, por el término de cinco (5) años  los libros de contabilidad, registros, comprobantes, copia de las declaraciones juradas presentadas, incluyendo las declaraciones de  mercancías ante la aduana, los recibos de pagos, modelos "Factura de Venta",  así  como las pruebas de  las retenciones en la fuente cuando corresponda y demás documentos a que vengan obligados y mantenerlos en su domicilio durante el plazo en que no ha prescrito la obligación tributaria (100 a 5000).

5) No mantener actualizados los libros de contabilidad, registros, comprobantes, copia de las declaraciones juradas presentadas, incluyendo las declaraciones de mercancías ante la aduana, los recibos de pago y cuando corresponda, las pruebas de las retenciones en la fuente y demás documentos que en cada caso se establezcan (100 a 5000).

6) No conservar, en condiciones de operatividad, por el término de tres (3) años  los soportes magnéticos que contengan  la información  y los programas respectivos, así como proporcionar la totalidad de registros contables  automatizados (100 a 5000).

7) No proporcionar información relacionada con el equipamiento de computación utilizado, las características del hardware y software, las especificaciones sobre el sistema operativo y los lenguajes y utilitarios empleados, ya se realice el procedimiento en equipos propios, arrendados o el servicio fuere realizado por otra persona natural o jurídica.

De igual forma no permitir al personal de la Administración Tributaria, la utilización de los programas y utilitarios que posibiliten la obtención de la información contenida en el equipamiento del sujeto pasivo o responsable, siempre que guarde relación con la acción fiscalizadora (100 a 5000).

8) No ajustar su contabilidad a las normas de valoración de activos y pasivos y principios  de contabilidad generalmente aceptados, en cuanto a los tributos a que está obligado con el Fisco, de  modo  que impida u obstaculice la fiscalización de las obligaciones tributarias, según lo exijan las disposiciones legales vigentes (100 a 5000).

9) No atenerse a los ajustes fuera de contabilidad establecidos en las disposiciones específicas para la determinación de la base imponible de cada impuesto (100 a 5000).

10) Presentar fuera del término establecido las declaraciones juradas, balances, informes, certificaciones y demás registros y documentos establecidos (100 a 5000).

11) No presentar las declaraciones juradas, balances, informes, certificaciones y demás registros y documentos, en la forma,  y con sujeción a los requisitos establecidos legalmente (100 a 5000).

12) No certificar, cuando corresponda y según lo establecido al efecto, sus Estados Financieros o no presentar el dictamen a la Administración Tributaria (100 a 5000. Solo para personas jurídicas).

13) No concurrir, dentro del término concedido, ante la Administración Tributaria correspondiente, a la que haya sido previamente  citado o requerido a los fines de proporcionar la información, verbalmente o por escrito, de todo  lo  relacionado con  sus obligaciones tributarias y las de terceros; así como dejar de proporcionar o falsear dicha información (100 a 5000).

14) No probar ante la Administración Tributaria, cuando corresponda, el origen de los fondos con que han financiado sus gastos, desembolsos o inversiones; así como, no acreditar el origen de dichos fondos con los medios de prueba que establezca la respectiva legislación, en el caso de no estar obligado a llevar contabilidad completa (100 a 5000).

15) No acreditar cuando se le solicite expresamente por la Administración Tributaria, información precisa sobre su patrimonio, el monto a que asciende éste, su origen e integración (100 a 5000. Solo para personas naturales). 

16) No solicitar o admitir, declaraciones juradas u otros documentos sin los requisitos legalmente establecidos, por las personas encargadas de ello en el desempeño de su actividad (100 a 5000).

17) No informar, a la Administración Tributaria correspondiente, las personas encargadas de ello en el desempeño de su actividad, de la existencia de un posible contribuyente o responsable de una obligación tributaria (100 a 5000).

18) No exigir, las personas encargadas de autorizar el ejercicio de actividades o la apertura de cuentas bancarias, la presentación previa del Número de Identificación Tributaria (NIT). (100 a 5000)

19) No proporcionar, los bancos radicados en el territorio nacional, informes sobre las cuentas y depósitos de titulares, sujetos pasivos de obligaciones    tributarias, cuando lo requiera expresamente   la   Administración Tributaria para fines de investigación, fiscalización y en procesos de embargo, así como suministrar información  sobre  el   movimiento concreto de las operaciones contenidas en tales cuentas y registros bancarios (100 a 5000).

20) El incumplimiento de otros deberes formales o de colaboración establecidos en la legislación tributaria vigente (100 a 5000).

D) La resistencia, excusa injustificada, obstrucción o negativa, a cualquier actuación fiscalizadora por parte de la Administración Tributaria.


Personas Jurídicas
Personas Naturales


1000 a 5000    
100 a 2000

5. ¿Sobre la base de cuáles elementos la Administración Tributaria adecuará la multa a imponer?

La autoridad competente para imponer la sanción podrá graduarla con arreglo a los siguientes principios:

- Reincidencia o multirreincidencia.

- El cumplimiento voluntario de las obligaciones.

- La conformidad del sujeto pasivo a la propuesta de determinación de la deuda tributaria.

Habrá reincidencia siempre que el infractor pendiente de sanción, haya sido sancionado por disposición firme con anterioridad por haber cometido una infracción del mismo tipo durante un mismo año fiscal.

Habrá multirreincidencia siempre que el infractor pendiente de sanción, haya sido sancionado por disposición firme con anterioridad por haber cometido más de dos infracciones del mismo tipo o de tipos diferentes en un período de cinco (5) años fiscales.

La reincidencia y la multirreincidencia originan el aumento de la magnitud de la sanción, la primera lo incrementa en un quince por ciento (15 %) y la segunda en un veinte por ciento (20 %).

6. ¿Cómo y en dónde se pagan las multas tributarias?

Las multas tributarias se pagarán en moneda nacional (MN) o moneda libremente convertible (MLC), en dependencia de la moneda en que realice sus operaciones económicas financieras el infractor.  En caso de operar en ambas, se satisfarán en moneda libremente convertible.

Los infractores están obligados a efectuar el pago de la multa, en la oficina bancaria correspondiente a su domicilio fiscal o en las Oficinas de Control y Cobros, dentro del término de quince (15) días hábiles contado a partir del día siguiente al de la fecha de notificación resolución imponiendo la sanción tributaria, salvo que dentro del mismo término interponga Recurso de Reforma, según lo establecido legalmente. En el caso de las multas impuestas por talonario, hasta el momento, se pagarán en las oficinas de Control y Cobro de Multas en el mismo término antes referido, salvo que contra ella se interponga el recurso correspondiente.

La sanción tributaria consistente en el cierre de establecimientos comerciales o retirada de la licencia para desarrollar actividades de carácter comercial, se ejecutará en el mismo acto de notificación de la resolución, sin perjuicio de que contra ella se pueda interponer Recurso de Reforma dentro del mismo término que se consigna en el apartado precedente.

En el caso de que los infractores no satisfagan la multa a que están obligados a pagar, lo hagan en cantidades inferiores a la debida o fuera del término establecido para ello, se procederá a iniciar o reanudar, según corresponda,  la vía de apremio según lo legalmente establecido.

La Administración Tributaria, cuando así lo considere conveniente, autorizará el aplazamiento del pago de las multas, con o sin fraccionamiento, el que se regirá por lo establecido al efecto en la Resolución No. 11, de fecha 14 de abril de 1998, del Ministerio de Finanzas y Precios.

7. ¿Pueden los contribuyentes reclamar contra las sanciones impuestas por la Administración Tributaria?

Sí, contra las sanciones tributarias impuestas por la Administración Tributaria el sujeto pasivo, su responsable o representante legal podrá interponer Recurso de Reforma ante la autoridad que se la impuso, dentro del término de quince (15) días hábiles siguientes a la notificación de la resolución o talonario y  mediante un escrito que debe reunir todos los requisitos  establecidos en el Decreto-Ley No. 169 de 1997 y en la Resolución No.8, de fecha 31 de marzo de 1998, del Ministerio de Finanzas y Precios.

ANEXO 3

¿Cómo reclamar una decisión de la Administración Tributaria?

La legalidad es un  principio rector de nuestro sistema tributario, que supone no sólo la actuación justa de la administración tributaria, sino también la existencia de procedimientos legales mediante los cuales el contribuyente pueda reclamar determinadas decisiones de las autoridades fiscales que considere incorrectas o no sujetas a derecho.

La forma práctica de ejercer este importantísimo derecho de los contribuyentes es mediante la presentación de los recursos de reforma y de alzada, términos no lo suficientemente conocidos aún entre las personas naturales y jurídicas que en Cuba están obligadas a pagar tributos.

Y aún en los casos en que el contribuyente sabe de este derecho, es frecuente que se reciban en la ONAT recursos de reforma o de alzada que no cumplen los requisitos esenciales y formales para su tramitación, lo cual debilita la posición del reclamante y hasta puede invalidar su acción, incluso teniendo razón en su demanda.

Es por eso que resulta de vital importancia el conocimiento de la legislación sobre el tema, en particular de la Resolución No. 8 de 1998, del Ministerio de Finanzas y Precios, la cual entró en abril de este año como norma complementaria al Decreto-Ley No. 169 de las Normas Generales y de Procedimientos Tributarios, y donde se establece cómo se presentan y resuelven estos recursos o reclamaciones de los contribuyentes.

A continuación presentamos una síntesis de los principales aspectos que recoge la resolución:

¿Contra cuáles actos de la Administración Tributaria el contribuyente puede presentar un recurso de reforma?

Los actos que pueden recurrirse mediante el recurso de reforma son:

1. Toda resolución que practique una determinación administrativa de la deuda tributaria (en otras palabras, se trata del acto mediante el cual la Administración Tributaria declara la existencia de una deuda con el fisco, y fija su cuantía).

2. Toda resolución que deniegue, total o parcialmente, la devolución de un ingreso indebido o debido en exceso al Fisco. (Ocurre cuando el contribuyente considera que hizo un pago al cual no estaba obligado, o que aportó más de lo que  le correspondía pagar).

3. Providencias que dispongan:

a) Cambio de domicilio fiscal.

b) Inicio de la vía de apremio.

c) Embargo.

d) Ampliación del embargo.

e) Denegación del desembargo total o parcial.

4. Toda resolución que imponga sanciones por cometer infracciones tributarias.

5. Toda resolución en la que se declare responsable de una determinada obligación a una persona distinta del contribuyente, ya sea un retentor o un perceptor.

6. Valuación de bienes realizada por peritos que designe la ONAT (Es el valor que se le calcula a los bienes que se van a embargar).

7. Las multas por infracciones fiscales impuestas mediante talonario por los funcionarios facultados al efecto.

¿Y cuándo se presenta un recurso de alzada?

Contra toda resolución desestimando en todo o en parte el recurso de reforma.

¿Quién presenta el recurso de reforma y dónde?

Lo presenta el interesado, o su representante, ante la autoridad de la Administración Tributaria que dictó la resolución, providencia o acto administrativo con el cual el contribuyente está en desacuerdo.

¿Quién presenta el recurso de alzada y dónde?

Lo presenta el interesado, o su representante, a través de la autoridad que resolvió el recurso de reforma, ante la autoridad competente de la Administración Tributaria inmediata superior de la que resolvió el recurso de reforma.

¿Qué plazo tiene el contribuyente para presentar el recurso de reforma?

15 días hábiles, contados a partir del día siguiente al de la fecha de la notificación de la disposición adoptada, sin que sea necesario pagar antes la cantidad reclamada.

¿Y para presentar el recurso de alzada?

Se presentará también dentro del término de 15 días hábiles, contados a partir del día siguiente al de la fecha de la notificación de la resolución que desestimó en todo o en parte el recurso de reforma, previo ingreso de la cantidad reclamada, en calidad de depósito o cumplimentando la garantía exigida.

En ambos casos, la Administración Tributaria podrá declarar inadmisible el recurso cuando éste se presente fuera del término legalmente establecido.

¿Quién es la autoridad facultada para resolver o dar respuesta al recurso de reforma?

1. La propia autoridad que dictó la resolución, providencia o acto administrativo.

2. En el caso del recurso de reforma contra la valuación de cualquier bien, realizada por peritos, se interpondrá ante el director de la Oficina de Administración Tributaria que los designó.

3. En el caso de las multas impuestas mediante talonario, el recurso de reforma se interpondrá ante el director de la Oficina de Administración Tributaria a la cual se subordina el funcionario que las impuso.

¿Y quién resuelve el recurso de alzada?

La autoridad competente de la Administración Tributaria inmediata superior de la que resolvió la Reforma.

En caso de que el recurso de reforma haya sido resuelto por el Jefe de la ONAT, el recurso de alzada será interpuesto a través de éste y será resuelto por el Ministro de Finanzas y Precios.

¿Qué características debe tener el escrito que presenta el contribuyente? 

1. Se presentará por duplicado (original y copia).

2. Debe consignar con claridad los hechos y fundamentos de derecho en que se basa el reclamante, y su pretensión con el recurso.

3. Incluirá las pruebas de que intente valerse.

4. Si se trata de un recurso de reforma contra una resolución por la cual al contribuyente se le determinó administrativamente una deuda tributaria que él acepta parcialmente, así lo hará constar en el recurso, y lo acompañará de los comprobantes que acreditan el pago de las cantidades no recurridas o aceptadas, o del acuerdo de aplazamiento autorizado para aquellas cantidades no recurridas.

5. Si se trata de un recurso de alzada en un caso similar de una determinación administrativa de la deuda tributaria que se acepta parcialmente, el comprobante de pago incluirá la cantidad recurrida en el recurso de alzada y la que se aceptaba. El reclamante no podrá recurrir en Alzada, lo que no recurrió en Reforma.

¿Cómo se presentan los recursos?

1. La presentación del recurso es personal.

2. De ser presentado por el representante del contribuyente, debe acompañarse de los documentos que lo acrediten como tal.

3. Quien lo reciba comprobará además:

a)Que el recurrente haya consignado su domicilio fiscal.

b) Que el documento incluya el Número de Identificación Tributaria (NIT) del contribuyente.

c) Que se está presentando el recurso en el lugar y ante quien corresponde.

¿Qué sucede si se detecta algún error en el momento de presentar el recurso?

Si el documento no cumple los requisitos formales mencionados, la Administración Tributaria lo devuelve y le advierte al contribuyente o a su representante, según corresponda, que debe subsanarlo en el término de cinco días hábiles.

Si en ese plazo no se corrigen los defectos advertidos, se declara inadmisible el recurso mediante resolución.

Cuando el error consiste en que el recurso de reforma no se acompaña de los comprobantes del pago de la parte de la deuda tributaria que el contribuyente acepta, él podrá en el transcurso de esos cinco días solicitar a la Administración Tributaria un acuerdo de aplazamiento para esos pagos, lo cual suspende el término para declarar inadmisible dicho recurso, hasta que se resuelva esa solicitud.

Si  se acepta la solicitud, se firma el correspondiente acuerdo de aplazamiento de la deuda tributaria, y se acepta el recurso de reforma.

Si se deniega la solicitud del aplazamiento, se declara inadmisible el recurso de reforma.

Se tendrá por abandonado el recurso de reforma cuya tramitación se detenga durante tres meses por causa del recurrente.

En el caso del recurso de alzada, se declarará inadmisible cuando no se haya pagado previamente la cantidad reclamada al momento de interponer el recurso, o en su defecto no se cumplimente la garantía exigida.

¿Qué sucede cuando se presenta un recurso de reforma o de alzada después de que la Administración Tributaria inició la vía de apremio?

Presentar un recurso no interrumpe el procedimiento de la vía de apremio. Continúan ambos procesos de forma independiente.

¿Qué posibilidades le quedan al reclamante cuando un recurso se declara inadmisible?

Ninguna. Contra la resolución que declare inadmisible un recurso, no cabe recurso alguno en la vía administrativa, ni proceso en la vía judicial, y se entenderá firme desde la fecha en que se resuelve, lo cual se le notifica al recurrente junto con la providencia que da inicio a la vía de apremio.

¿Cuál es el término para resolver o dar respuesta al contribuyente que presenta un recurso y cómo se le debe comunicar lo resuelto al reclamante?

El término para resolver los recursos de reforma y de alzada es de 60 días hábiles, contados a partir de la fecha de su recepción. Se puede extender el plazo hasta 90 días hábiles, por causa fundada.

Lo resuelto se le debe notificar al contribuyente mediante una resolución que contenga breve referencia de los hechos alegados por el recurrente y los fundamentos de Derecho que motivaron la confirmación o revocación total o parcial del acto impugnado.

¿Qué puede hacer el contribuyente si no está de acuerdo con lo dispuesto por el recurso de alzada?

Contra lo resuelto en el recurso de alzada se puede interponer procedimiento administrativo en la vía judicial, o sea, presentar el caso ante los tribunales, dentro del término de 30 días hábiles, contados a partir del día siguiente al de la fecha de la notificación de la resolución que resolvió el recurso de alzada.

¿Cuándo se hace firme la resolución que resuelve un recurso de reforma o de alzada?

Se hace firme una vez decursado el término legalmente establecido para impugnarla, o sea, sin que se presente un recurso de alzada contra la resolución que resolvió el recurso de reforma, o un procedimiento administrativo en la vía judicial en el caso del recurso de alzada, o cuando contra ella no quepa recurso o proceso alguno en la vía administrativa o judicial.

ANEXO 4

LA DEUDA TRIBUTARIA PUEDE SER APLAZADA

¿La deuda tributaria puede ser aplazada?

A una empresa se le realiza una auditoria fiscal, y se le determina la existencia de una deuda tributaria millonaria, acumulada por el incumplimiento de varios pagos durante todo un año fiscal.  Un trabajador por cuenta propia debe pagar, según su Declaración Jurada, varios miles de pesos para liquidar el impuesto sobre los ingresos personales, y no fue lo suficientemente previsor de guardar ese dinero.

Ambos contribuyentes están en una situación difícil, pero no imposible de resolver, porque la Administración Tributaria se reserva el derecho para acordar, a solicitud de los interesados, el aplazamiento del pago de esa deuda tributaria, ya sea para aportarlo todo de una vez en fecha posterior (acuerdo sin fraccionamiento) o en varios pagos sucesivos (acuerdo con fraccionamiento).

Los principios y requisitos que se han de cumplir para el aplazamiento de una deuda tributaria, enunciados ya en el Decreto-Ley No. 169 de las Normas Generales y de Procedimientos Tributarios, se establecen con más precisión en la Resolución No.11 de 1998 del Ministerio de Finanzas y Precios, en vigor desde abril de este año.

Por la trascendencia de este tema para los contribuyentes, reseñamos aquí los elementos básicos (no todos) de esa nueva resolución.

Deudas que pueden aplazarse

La Administración Tributaria, cuando lo considere conveniente, podrá autorizar el aplazamiento del pago de la deuda tributaria, con independencia de la forma en que haya sido determinada ésta, y del periodo de pago en que se encuentre el deudor, ya sea en el término voluntario o en el forzoso (vía de apremio).

O sea, puede tratarse de un contribuyente que aún tiene tiempo para cumplir con su obligación dentro del periodo de pago voluntario (por ejemplo, un trabajador por cuenta propia antes del 1ro de marzo), pero que ya sabe que no podrá reunir ese dinero antes del plazo fijado.

También puede tratarse de deudas tributarias que se determinan por auditorias e inspecciones fiscales, vencidos los términos para cumplir con los pagos, y sujetas a procedimientos para su cobro forzoso.

El aplazamiento de la deuda tributaria incluirá, además de la cantidad adeudada por incumplir determinada obligación fiscal, los recargos y multas que le correspondan, si procede.

Se podrá autorizar además el aplazamiento para el pago de multas en materia tributaria, cuando el origen de éstas no sea el incumplimiento del pago de un tributo. Dicho de otra forma, las multas cuyo pago puede aplazarse de forma independiente son, por ejemplo, aquellas que se imponen por incumplir determinadas obligaciones formales, como pueden ser no estar inscritos en el Registro de Contribuyentes, no llevar los registros y documentos necesarios.

¿La prefiere compartida?

Es muy posible que si el contribuyente no pudo pagar cuando le correspondía, o si la deuda tributaria que se le acumuló fue muy grande, tampoco tenga el dinero suficiente para desembolsar de una vez su monto total.

En esos casos puede solicitar a la Administración Tributaria el aplazamiento con fraccionamiento, el cual no debe excederse de un periodo mayor de 12 plazos mensuales y consecutivos.

Esta solicitud se formulará por el deudor o su representante ante el director de la ONAT municipal correspondiente al domicilio fiscal de contribuyente deudor, quien podrá autorizar o denegar el aplazamiento en un término de siete días hábiles, contados a partir del día siguiente al de la fecha en que se recibió ésta.

Este aplazamiento con fraccionamiento debe cumplir varios requisitos:

1. El Acuerdo comprenderá el importe del principal, más los recargos y las multas impuestas por infracciones en materia tributaria, si los hubiera.

2. Al firmar el Acuerdo de aplazamiento, el deudor hará constar que ya pagó una cantidad igual al primer plazo del Acuerdo.

3. La cantidad que se pague en un plazo no podrá ser inferior a la que debe pagarse en otro.

4. Una vez firmado el Acuerdo, se entiende que el deudor renuncia a todo derecho a establecer reclamaciones o recursos en relación con éste.

Es necesario insistir en este último punto, porque se da el caso de contribuyentes que firman acuerdos de este tipo con la Administración Tributaria,  y luego quieren presentar un recurso contra la determinación administrativa de la deuda tributaria que se les hizo, cuando ya legalmente no tienen derecho a reclamar.

Puede ocurrir también que el deudor solicite un Acuerdo de aplazamiento, con un fraccionamiento superior a los 12 plazos mensuales. En ese caso la mencionada Resolución fija dos formas de actuar, en dependencia del monto total de la deuda tributaria:

Deuda por menos de 100 mil pesos (moneda nacional o moneda libremente convertible)

1. El director de la ONAT municipal eleva la solicitud al director provincial, en un término de cinco días hábiles, a partir del día siguiente a la recepción de la solicitud, con dictamen y documentos que justifiquen la petición.

2. El director de la ONAT provincial podrá autorizar o no la suscripción del Acuerdo, en un término de siete días hábiles, a partir del día siguiente a la recepción de la solicitud del municipio.

3. La resolución que resolvió la solicitud se notifica al director de la ONAT municipal para que, si se autoriza el acuerdo, lo firme conjuntamente con el deudor o su representante, según corresponda, dentro del término de cinco días hábiles posteriores a la notificación, y que sea el responsable del control y cumplimiento del acuerdo.

Deuda por más de 100 mil pesos (moneda nacional o moneda libremente convertible)

1. El director de la Oficina municipal eleva la solicitud al Jefe de la ONAT, cumpliendo los mismos requisitos que en el caso anterior.

2. El jefe de la ONAT podrá autorizar o no la suscripción del Acuerdo, en igual término que el director provincial.

3. Se procede igualmente a notificar al director de la ONAT municipal la resolución que resuelve la solicitud, quien, si se autoriza el acuerdo, procede a firmarlo con el deudor o su representante, según corresponda, dentro del mismo término ya fijado, y con igual obligación de controlar su cumplimiento.

Otro aspecto que pudiera ser beneficioso para el contribuyente (sobre todo si no le gusta ser deudor) es la posibilidad de satisfacer en los plazos fijados cantidades mayores que las acordadas, sin que tales adelantos traigan como consecuencia firmar un nuevo acuerdo. El exceso pagado en cada oportunidad se descontará a los últimos plazos.

Aplazamiento sin fraccionamiento

Puede darse el caso también de un contribuyente que antes de cumplirse el plazo del pago voluntario o vencido éste, no tiene el dinero suficiente para hacer el correspondiente aporte, pero sabe que al mes siguiente, o dentro de dos o tres meses, va a tener un ingreso que le permitirá honrar su deuda.

Es ahí cuando cabe solicitar a la Administración Tributaria un acuerdo de aplazamiento sin fraccionamiento, para en determinada fecha cumplir con ese pago.

Este aplazamiento sin fraccionamiento debe cumplir los siguientes requisitos:

1. El Acuerdo comprenderá el importe del principal más los recargos y el importe de las multas por infracciones tributarias en que haya incurrido el deudor, si correspondiera.

2. Una vez firmado el Acuerdo se entiende que el deudor renuncia a todo derecho a establecer reclamaciones o recursos en relación con éste.

3. El pago se llevará a efecto antes del vencimiento del cierre del año fiscal.

Es interesante detallar este último punto. Si el año fiscal para un contribuyente de determinado tributo cierra el 31 de Diciembre, él sólo podrá aplazar la deuda que contrajo por ese concepto hasta esa fecha, aunque la determinación se la realicen en enero, junio o noviembre. También en este tipo de acuerdo es posible pagar antes del plazo estipulado.

La solicitud para el aplazamiento sin fraccionamiento de la deuda tributaria debe formularse por el deudor o su representante ante el director de la ONAT municipal correspondiente al domicilio fiscal del contribuyente, quien podrá autorizar o denegar dicho aplazamiento en un término de siete días hábiles, a partir del día siguiente a la fecha de recepción de la solicitud.

Qué no debe faltar en la solicitud

El deudor debe incluir en la solicitud que realice a la ONAT municipal para el aplazamiento de su deuda tributaria, los datos siguientes:

1. Si el contribuyente es persona natural, sus nombres y apellidos. Si se trata de una persona jurídica, la denominación o razón social. En ambos casos debe añadirse el número de identificación tributaria (NIT) y la dirección del domicilio fiscal.

Si la solicitud la formula un representante del contribuyente, se consignará además sus nombres y apellidos, número de identidad permanente o de pasaporte, si corresponde, y domicilio legal. Adjuntará también el documento que lo acredite como representante del referido deudor, con facultades para realizar tal acto.

2. Identificación de la deuda tributaria cuyo aplazamiento se solicita, con importe, concepto y fecha en que finaliza el término voluntario de pago del tributo.

3. Causas que motivan la solicitud de aplazamiento.

4. Tipo de aplazamiento que se pide, y si fuera con fraccionamiento, los plazos solicitados.

5. Bienes muebles e inmuebles de significativo valor, del patrimonio del deudor o del responsable, cuyo importe baste para el cumplimiento de su deuda tributaria.

6. Lugar y fecha de la solicitud y la firma del solicitante, con cuño gomígrafo en el caso de las personas jurídicas.

A la solicitud se le podrán agregar todas las pruebas que el deudor estime oportunas para apoyar su petición.

Debe añadirse que si la solicitud carece de alguno de estos datos, el director de la ONAT municipal se la devuelve al deudor o su representante, para que subsane la omisión en un término de cinco días hábiles, a partir del día siguiente al de su radicación en un libro habilitado al efecto.

Si se cumple ese término y no se presenta nuevamente la solicitud, se entiende que desistieron de ella, y se procede a iniciar o reanudar, según corresponda, la vía de apremio, a menos que todavía la obligación esté en el periodo voluntario de pago.

También es importante otro apartado de la Resolución que comentamos donde se establece que solicitar el acuerdo no interrumpe el término de cumplimiento de la obligación tributaria. O sea, el contribuyente debe pagar un tributo antes de una fecha determinada. Si no lo hace, se le aplican el recargo y la multa correspondiente, con independencia de que previo al fin del periodo voluntario de pago, haya presentado una solicitud de aplazamiento de la deuda tributaria.

Al darle curso a la solicitud, si la Administración Tributaria resuelve autorizar el acuerdo, se cita al deudor o a su representante, para que comparezca y firme el Acuerdo conjuntamente con el director de la ONAT municipal.

Si se deniega la petición, se le notifica también al deudor o a su representante, mediante una providencia, que al igual que las resoluciones y requerimientos dictados por la ONAT, deben notificarse al contribuyente dentro del término de diez días hábiles, a partir de la fecha en que se dictan.

Cuando se acuerda aplazar una deuda tributaria que ya se hallaba en vía de apremio, se suspende este procedimiento una vez que se practica el embargo. Si ya se había aplicado el embargo, se mantiene hasta que el deudor satisfaga el total de la deuda tributaria objeto del acuerdo.

Si el contribuyente incumple el acuerdo ¿qué pasa?

El incumplimiento del acuerdo suscrito lleva implícito su rescisión (se anula), y el director de la ONAT municipal procede entonces a iniciar o reanudar, según corresponda, la vía de apremio, para cobrar aquella parte de la deuda tributaria que no se haya pagado  en el caso de un aplazamiento con fraccionamiento, o del total adeudado si era sin fraccionamiento.

Además, se aplicará en ambos casos una multa administrativa de hasta un 50% de la deuda tributaria inicialmente determinada.

Debe enfatizarse también que no se podrá aplazar una deuda que ya anteriormente fue motivo de un acuerdo, incumplido por el deudor.

ANEXO 5

Servicios de la Oficina Nacional de Administración Tributaria.

1. Servicio de Orientación Personalizada.

Se brindan en todas las oficinas municipales, provinciales y en el nivel central, pueden dirigirse específicamente si lo desean al Especialista u Orientador de Asistencia al Contribuyente.

2. Servicio Informativo Automático (SIA)

Servicio que se brinda en la Oficina Central que pone a disposición de los contribuyentes, en una dirección electrónica a la cual pueden escribir, mensajes de rebote automático con información de interés fiscal.

Se brinda en dos modalidades:

a) Información general sobre temas variados, y formas de localización de otros contenidos más específicos (ejemplo: info@onat.gov.cu )

b) Información específica sobre normas y procedimientos tributarios (Ejemplos: inscripción@onat.gov.cu, aplazamiento@onat.gov.cu)

3. Servicio Informativo por Suscripción (SIS) 

Servicio que es brindado por la Oficina Central mediante el cual se envía de forma automática, a los contribuyentes que se suscriban gratuitamente por vía electrónica, mensajes con información general sobre temas variados, y formas de localización de otros contenidos más específicos, cada vez que se realice una actualización de esos contenidos.

4. Servicio Especializado de Consultas (SEC)

4.1. Servicio Especializado de Consultas (SEC) por Correo Electrónico.  Servicio brindado por la Oficina Central y las Oficinas Provinciales que pone a disposición de los contribuyentes una dirección electrónica donde pueden dirigir consultas especializadas sobre temas tributarios, solicitudes de legislación o de otros materiales divulgativos que elabore la Oficina en soporte electrónico o en impresos.

4.2. Servicio Especializado de Consultas (SEC) por fax informático: Se brinda por la Oficina Central, y en oficinas provinciales. Consiste en un software que instalado en un ordenador conectado por módem a una línea telefónica, recibe y envía documentos desde y hacia un fax. Permite la recepción y responder consultas especializadas, u otros tipos de planteamientos, semejante al servicio por correo electrónico.

5. Servicio de Información Orientada (SIO)

Servicio brindado por la Oficina Central y las Oficinas Provinciales, mediante el cual se envía a determinados contribuyentes o segmentos de contribuyentes previamente agrupados en listas de distribución creadas al efecto, información general o específica sobre temas de interés fiscal (pueden ser folletos o publicaciones electrónicas, avisos sobre plazos de pago u otros trámites, cartas informativas sobre nuevas disposiciones legales, etcétera).

6. Servicio Telefónico de Respuesta y Orientación (SERTERO)

Por esta vía los contribuyentes, tanto personas naturales como jurídicas, pueden obtener información general sobre los tributos, ayuda para el llenado de los modelos u otras orientaciones, en el horario de lunes a viernes, desde las 8:30 AM hasta las 4:30 PM

La distribución de los centros es como sigue:

SERTERO
Provincias que atienden
Teléfonos

Oficina Central
Pinar del Río hasta Sancti Spíritus
07    867 1990 

Camagüey
Ciego de Ávila, Camagüey y Las Tunas
032     253274



Santiago de Cuba
Holguín, Granma, Guantánamo y Santiago
022     619192  



7. Servicio por correo tradicional

Convenio de trabajo con la Empresa de Correos de Cuba, que incluye:

a) Tarjeta de aviso.

b) Distribución de documentos, cartas informativas, publicaciones y folletos.

c) Entrega del paquete fiscal  del contribuyente para persona natural.

Productos que oferta la ONAT.

1. Talonarios de pago (“chequeras”) se utilizan para el pago de diferentes tributos como el del importe del transporte terrestre.

2. Folletos

· La deuda tributaria puede ser aplazada.

· ¿Cómo reclamar contra los actos de la Administración Tributaria?

· Lo más importante sobre la retención.

· Sobre el régimen de infracciones y sanciones.

· Impuesto sobre la Propiedad o Posesión de Bienes Inmobiliarios.

· Impuesto sobre la Utilización o Explotación de la Bahía de la Habana.

· Instructivos para el  llenado de la declaración jurada de utilidades.

3. El Contribuyente

· Periódico dirigido a los Contribuyentes sobre temas tributarios.

Sistemas Automatizados al servicio de los contribuyentes.

1. “SADJIU” Sistema que permite realizar la Declaración Jurada del Impuesto sobre Utilidades de forma automatizada.

2. “SADJIP” Sistema que permite realizar la Declaración Jurada del Impuesto sobre los Ingresos Personales de forma automatizada.

3. “CENTINELA” Sistema Automatizado para los Contribuyentes Personas Jurídicas que les alerta la fecha de término para el pago de los diferentes tributos al encender su computador.

Anexo 6 Esquema general de obligaciones del sector agropecuario.

Resumen de las Obligaciones Tributarias y No Tributarias del Sector Agropecuario


Obligaciones

 
     
Sujetos del sector Agropecuario




CPA
UBPC
CCSF
Estatales
P. Agricul

tores
Parceleros


Cañeras
No cañeras
Cañeras
No cañeras





I: Ingresos Netos
-
DL 66
-
-





I.Utilidades
Tipo impositivos por ingresos per capita
-
Tipo impositivos por ingresos per capita
No se le aplica
No se le aplica
 Aplica 35% y !7:5%
-
-

I. Ventas
Al concurrir al Mercado Agropec.
Al concurrir al Mercado Agropec.
Al concurrir al Mercado Agropec.
Al concurrir al Mercado Agropec.
Al concurrir al Mercado Agropec.
Al concurrir al Mercado Agropec.
Al concurrir al Mercado Agropec.
Al concurrir al Mercado Agropec.

I. Servicios
Guaraperas
Guaraperas
Guaraperas
Guaraperas
Guaraperas
Guaraperas
-
-

I. Transporte Terrestre
Procede
Procede
Procede
Procede
Procede
Procede
Procede
Procede

I.Fuerza de Trabajo
Movilizada en apoyo
Movilizada en apoyo
Movilizada en apoyo
Movilizada en apoyo
Movilizada en apoyo y personal indirecto
Movilizada en apoyo y personal indirecto
Movilizada en apoyo
-

I.Documentos
Procede
Procede
Procede
Procede
Procede
Procede
Procede
Procede

I.Recursos Naturales
Cuando se exploten recursos naturales
Cuando se exploten recursos naturales
Cuando se exploten recursos naturales
Cuando se exploten recursos naturales
Cuando se exploten recursos naturales
Cuando se exploten recursos naturales
Cuando se exploten recursos naturales
Cuando se exploten recursos naturales

Contribución a la Seguridad Social
5% ventas totales
5% ventas totales
14%
14%
14%
14%
-
-

I. Ingresos Personales
-
-
-
-
-
-
5% retención
escala progresiva











Exceso de ayuda económica
-
-
Cuando proceda
Cuando proceda
-
-
-
-

Rendimiento de la inversión
-
-
-
-
-
Procede
-
-

Amortización

-
-
-
-
Procede
-
-

Presupuesto











SISTEMA


TRIBUTARIO





Componentes  de los sistemas tributarios





Déficit/Superávit





Principios y Política


Tributaria





Cuerpos Jurídicos





Gastos





Funciones:


Económicas


Defensa


Socio- educativa


Política Exterior





Ingresos





Estado


 





Administración


Tributaria





Estructura 


Tributaria





Por ejemplo, tener conocimiento que se puede presentar un recurso impugnando una determinación administrativa y en que plazos y forma debe responder la administración tributaria.





El acceso a la administración tributaria puede ser mediante visita presencial a las oficinas del Administración Tributaria, vía telefónica (acceso al Servicio de Telefónico de Respuesta y Orientación, o teléfono de la Oficina), vía correo certificado o normal o por correo electrónico. El acceso a la legislación tributaria puede ser a través del servicio de la Gaceta Oficial y Finanzas al Día. También se puede acudir a los servicios de consultoría fiscal que pueden realizar los organismos de relación u otras instituciones.





La Administración Tributaria ha desarrollado un conjunto de folletos explicativos didácticos donde se expone el procedimiento y pasos a realizar para ejecutar un determinado trámite. Además en la legislación tributaria se desarrollan estos procedimientos. Es recomendable utilizar el SERTERO para informarse de los pasos a ejecutar de tenerse alguna duda.








Es recomendable por ejemplo si se presentó una solicitud de convenio de aplazamiento antes de concluir el período voluntario de pago y no se recibe respuesta de la ONAT municipal en el plazo establecido, se debe insistir con ese nivel, de no recibirse respuesta se debe informar al nivel superior. No obstante en este caso el mero hecho de la presentación de la solicitud no exime al contribuyente de realizar el pago en la fecha establecida.








La derivación de la responsabilidad de pagar a los tributos omitidos a terceras personas como directores, administradores y representantes es una forma de asegurar el cobro de los impuestos debidos y refuerza, valga la redundancia, la responsabilidad  administrativa de los directivos en asegurar el cabal cumplimiento tributario





Esto constituye una medida que se denomina antielusión y tiene raíz en la protección que la legislación le otorga a los créditos tributarios por el fin social de la exacción.





El tributo es un camino de doble vía y representa una importante categoría de convivencia social solidaria





El contribuyente es el obligado por una ley a cumplir con las obligaciones establecidas en ella y por lo tanto debe asegurar su actualización y planificación fiscal adecuada. En este caso es anecdótica la frase que el desconocimiento de la ley no exonera a nadie de su cumplimiento.





En determinados casos la misma se expresa en unidades físicas o de medición. Por ejemplo en el caso del impuesto de utilidades en organopónicos constituidos en UBPC la base imponible se expresa en M2.





Por ello es básico conocer:


Las obligaciones de pago, donde, como y cuando realizarlas.


Los procedimientos tributarios. 


La forma de relacionarse con la administración tributaria





Garantizar la justeza del sistema tributario parte por nuestra participación en su perfeccionamiento, el cumplimiento cabal, ya que lo que dejemos de aportar recaerá sobre otros sectores, sobre todo en nuestra sociedad que no se producen programas de recorte del gasto social y que se aplique adecuadamente por la AT.  Por lo tanto es necesario establecer una relación de colaboración entre los contribuyentes y la administración tributaria.





Los ingresos al Presupuesto del Estado se dividen en ingresos tributarios y no tributarios





El Presupuesto del Estado es el fondo centralizado del Estado y consta  de  una parte de los ingresos y de otra de los gastos, generando un resultado final.





Los tributos se dividen en impuestos, contribuciones  y tasas





Aquí es básico entender que la obligación tributaria es genérica o séa si se realiza el hecho imponible se debe pagar el impuesto. Esto tiene incidencias prácticas importantes ya que en el Registro de Contribuyentes se fijan las obligaciones típicas del tipo de contribuyente, pero no quiere decir que no pague otras obligaciones.  Por ejemplo una CPA puede tener una concesión minera y debe pagar el canon.





Entre las medidas valoradas se consideró la implantación gradual de un nuevo sistema tributario integral, que tuviera en cuenta los elementos indispensables de justicia social a los efectos de proteger a las capas de más bajos ingresos, estimular el trabajo y la producción, y contribuir a la disminución del exceso de liquidez monetaria.





Ejemplo de la aplicación gradual es la implementación del impuesto por la utilización de la fuerza de trabajo en las CCS fortalecidas por el personal indirecto, donde se previo un aumento paulatino de los tipos impositivos. De forma integral el nuevo sistema tributario no se ha aplicado al sector no cañero agropecuario





Ello tiene especial relevancia en dos sentidos. Primero, no sólo es importante conocer la ley, sino además todas las resoluciones e instrucciones que complementan una obligación determinada, lo cual puede ser complejo por lo que se precisa de un estudio o asesoría adecuada. Segundo, la norma fiscal por los motivos antes apuntados es variable, por lo que es necesario utilizar un mecanismo de actualización permanente. Por ejemplo los servicios de la Gaceta Oficial, de Finanzas al Día  o los que oferta la Administración Tributaria.





Este Decreto-Ley, se puede localizar en la Gaceta Oficial Ordinaria No. 2 del 27 de febrero de 1997.   





En tal sentido en nuestro ordenamiento se considera sujeto pasivo de la obligación tributaria quien, en virtud de la ley, debe cumplirla en calidad de contribuyente, retentor o perceptor y responsable.





Este régimen da continuidad a la política económica de la Revolución en el sector agrario de favorecer su desarrollo. 





En algunas ocasiones por ejemplo cuando una entidad obtenga como resultado pérdidas, debe declarar aunque no se  genere  deuda tributaria alguna.





Lo declarado por el contribuyente puede ser sujeto a verificación dentro del término de prescripción fijado en la legislación.





Por ejemplo la contribución a la seguridad social se liquida mediante este instrumento de pago.





Por ejemplo una entidad acopiadora debe pagar a un campesino el importe de los productos agropecuarios adquiridos por un valor de 100 pesos. En este caso le entrega al campesino 95 pesos y retiene y aporta al Presupuesto del Estado 5 pesos, por concepto de impuesto sobre los ingresos.





El recargo por mora no es una sanción sino un mecanismo en que el Fisco se resarce del no ingreso en los términos establecidos de los montos de la deuda tributaria.





Es vital observar las reglas formales de presentación de los recursos así como anexar las pruebas necesarias de las pretensiones para aspirar a un veredicto rápido y justo.
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